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ACUERDO Y SENTENCIA N".....1..:.:.......................

En la ciudad de Asunción, Capital de la República del Paraguay, a

.AMPARO CONSTITUCIONAL PROMOVIDO POR EL

SEÑOR JUAN CARLOS LEZCANO FLECHA C/ LA

coNTRAu)RiA GENERAL DE LA REPÚBLICA'. ExP N'

280/20r 8.---. -------------

CAUSA:

A directores y

establece en la. norm te ala

P J 1¡

días del mes de junio de 2018, estando ¡eunidos en la Sala de

Acue¡dos del Tribunal de Apelación en 10 Penal, Primera Sa1a, los Excelentísimos

MiEMbrOS, DOCIOTCS, PEDRO JUAT¡ MAYOR IIARTñIEZ, GUSTAVO AI}OLFO OCAMPOS

GONZ¡(¿EZ y GUSTAVO EIIRIQITE SAI{TANDER DANS, bajo la presidencia del priñero

de los nombrados, ante mí, la Secreta¡ia autoriza¡te, se trajo a estudio el expediente

cafatulado: "AT¡PARO CONSTITUCIOI{AT PROMOVIDO POR EL SEfrOR JUAN

CARIOS LEZCAJIO FLECIIA C/ Iá CONTRATORÍA GEITER¡I DE III REPÚBLICA", A

los efectos de ¡esolver el recu¡so de apelación y nuüdad interpuesto por el representaÍrte

de la Cont¡aloría Geúeral de la República, Abogado RICARDO ROJAS GÓMEZ, contra la

Sentencia Definitiva N" 24 de fecha 08 de ñayo de 2018, y su aclaJatoria Auto

Interlocutorio N" 366 de fecha 11 de mayo de 2018, dictadas por eI Juez Penal de

Gara¡tias No 4 RUIIÉN DARÍO RIQUELME.----------------

Efectuado el estudio pre\¡io de todos los antecedentes, el Tribunal acordó

pla¡tear y volar la siguiente: --------. --

CUESTIO!¡:
-¿Se halla ajustada a derecho la Sentencia recurrida?

Practicado el sorteo preüsto por la t¿y pa¡a determinar el o¡den de

votación, dio el sig¡.¡iente resultadoi GUSTAVO ENRIQITE SáNTAIIDER DAt{s, PEDRO

AN MAYOR MARTÍ EZ y GUSTAVO ADOLFO OCA¡UPOS GONZ/iLEZ

A T,A ÚI{ICA CI,F§TIóI{ PIIINTEADA, EL }IIEMERO PREOPII{A.ITTE,

ANDER DANS, DIJO: Por el aludido fallo en alzada, el Juez A-quo lesolvió: "...I,
LUGAR d l.t acción de Arnparo Constih)cíoftdl promoüidd por el señor JUAN

LEZCANO FLECfIA CONI\A IA CONTRNNRLA GENERAL DE LA

RE?ÚBL\CA... / / /.. ;2) TMPONDR...// /...; 3) ANOTAR .../ / /...'

Los fundamentos erapuestos por el Juez Penal de Ga¡antías en la

mencionada Sentencia so "...Que d.elineado los presupuestos establecidos para la

procedencia de la accíótl debemos entrar a dnctlízat ld cuestión planteada por Ia accionante

en tal sentido tetleÍLos que los mrsmos h@n rcE)erido se expidan ddtos de las

ro.ciotues juraalas autoñdades de elección popular, diuersos miembros de los tres

poderes del esta altos funcionaios de eltidddes biflacionales, todo

ampdrado prfrftoga
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dcceso a ia infofinaciófi públíca. Ahora bien es dable destacar dicha

tiúas del art. 134 d.e la cotustitución a eñ especial a Id
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t
demandad.a registránd.ose de Id misña una deflegatorid tá.cita dl no contestar el referido

pedido de la demandada. Con ello la acc¡onatute eft uirlud. a dicha denegatorif, lm optado

por ld acciótl judicidl cotlforme se establece ea la normattua para eI juicio de amparo, con lo

que Ia for¡nalidad para la qdmísibilíd-a.d. desde la arista de foina se halla ptenañente

cutlplido A en bo.se a ello correspondería entrar en el tratamiento del fond.o de la okstióu

Que por otro lado debemos entrar a establecer que Ia denegdtoria formulada en Ia

contestación de la demandada estd basada en qte la demandada no posee pot imperio de

L1 leA la potestad de proueer diclú.s declalaciones juradas, siendo esto. postura ñdnteftida

institucío¡almefite por ntotiúos q e la prouisión a particuldres s¡no a traDés de los órganos

jurísdíccionales podrían resultar lesitos al estado de derecho g la leA, en üirtud al pincbio
de los órga^os de administración pniblica pueden rcalbdr actos estictamente pemitiáos

legalmente, por lo E)e md¡tíenen urlct poshJ.ra de negar que dicha omisíón de respuesta

lúgd sido un acto arbitrario, sifto al contftirio fue ajustqdo a derccL@; Que establecido los

contradictoríos en la preseate acción debemos entrar d delinear lct naturaleza jurídica de

una declaración jurada, con ello debeños ñencional Ia dertnición establecida en eI art. 2

de la leA 5282/ 14 ! eft ella se establece E)e la información púbüca es aqtella producida,

bajo control o en poder de fuentes públicas, saluo los estdblecidos c\cmo secretos de estddo

g reseruado por leges especío.les; En bo,se a dícha dertrLíción deberi.tmos poder enmarcar a

la deetaración jumd.a de los fur"cionanos cotuo información proporcionadd por los mismos

para su uso eft fuentes d.e información públicas, dada su expresa @utorizaciórL que conlleua

su uso para los ekctos informatiuos de los órganos del poder ejeattíua A judicial" &aftdo
así los mismos lo rcE)ieran. Ahora bien dich4 situació\ es o.dmisible lespecto a la peticiófi

redlizada por ui particular?; esta a criteio de I@ magistratura debería ser la misma dad.o

Ere los datos expresados en las declamciones juradds presetltados por los furlciorlaios
públias no debería reuestir otrd cal¡dad sino la úníca para la que fue autorizada, la atal es

la publicida.d. para todos los ciudadonos de la Repiblíca del Paraq)aA. la autorizacíón d la

d nlgación no puede ser negada siefldo Ee uno d.e los pincipios pregatlad.os por el esta.d.o

de derecLn g en especial el estad.o republicano coÍLo lo es el iJ,estro. La Wblicidad de bs
actos de gobiemo, en cuanto al uso d.el di¡,.ero público incumbe no sok a los órganos del

estado A las dutorídades de los mismos, situo a todo ciudadano que requiera und rendicíón

de ello, ésto es as¡mildble d toda información obrante eft los regístros de los órg.tnos

estatales A en ello se incluyen como d.oa)tuefltos públicos las decldraciones juradas de los

funcionaios públicos; A decir de las a-seueracíones antes realizadas debemos establecer

qte al ser las decldracioftes juradas de los funcíonarios públicos doarnentos de

conocimieftto públi@, dado que los mismos ¿o resultan d.e un acto etttre partiaiares, sifto

de una dirrulgacíón g autorización pard su publicidad. por los funcionarios al ingresar a un
puesto de seruicio públíco, como los son los cargos públicos elect¡ros o io, iloti,o por el

cltal no resulta un agraúio para el estad.o la díuulgdción d.e la infofilación a los
patticulares, dttdo la inexistencia de una prohibición legdl pata rcalizarlo confome

estdblece el art. 35 de la LeA 5282/ 14 como criteios /.ecesai.as p@ra la denegación de la

infomacíón pública. En ese sentido cabe señalalse que ell el caso de autos el reEisito de
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urgencía se registra debido a Ete el recurrente ha od)ftido por la üia adminístratíua

competente, es decir, ha allotado las instaflcio.s preúia.s, rnedídnte la presentacíóú de las

cotlstdncia de recltazo del órgano, ad.ñinistratiuo competente para la proüisíón de Ia

infonnación púbtíca reEkida. EtL lo Ete hace a Ia lesíón de alg)n derecho de índole

coftstifucional, podeños notar que el accionante fue prirado de su derecha al acceso a la

infonndción pública consignado por leg, en este co.so conforme a la preftogatira de la LeV

5282/ 14, siendo la información requeida un documento público para todos los habitantes

de la Repúblíca. QW asimismo debemos hacer un andlisis sobre qte tipo de infonnación

pueda considerarse parte de los bietes muebles e inñuebles perteneciefttes al pdtimoftio

en conjunto de los funcionarios públicos, A esto a citerio de esta magistraturd,

correspond.ería aborcdrlos sóIo d.entro de los propios del declarante g no ser extensible a

los pertenecientes a sus panentes dentro del segundo grado de parentesco por

consanguínidad g aJíníd.ad, dado E)e los mis/¿os ¿o estdtu en el ámbito público por ser

bíenes afedddos a parfiaiares que pueden no ser funcionaios del estado. En esta tesih¡a

el juzgado es del criteio de qne dichos bienes deben lnantenerse fuem de la informacíón a

ser proporcionad.a al accionante d.e autos y est@blecerse que los datos que deberán ser

proporcionad.os del¡en ser los que abarcaft los d.atos persoruzles del mismo g la totalídad.

de los actiuos g pasiuos y de los ingresos g gostos, debidamente especifi.cados y

ualorizados tanto en el país amo en el extranjero, coa expresión de los ualores respectívos

plira la procedencic¿ de la acción de amparo, como ser la urgencia del caso, qte no pudo ser
:d¡imida en sede c.dn].i.¿istratit)a por una denegatoría tdcita d.e la misma, corres¡mnde en

bonseanencía, hacer lugar a la acción d-e ctmparo constihl-cional promouida, dentro de las

lituitaciones que haceft d la irfofinacíó¡ estrictdñente q)e a.fedan d los func¡oftarios
públícos confoñ¡Le el listado requerído...'

Al ¡especto el Art. 581 del Código Procesal Civil dispone: "Recurso de

dpelaatón. Contra la sentencla de pituera ínstancia que acoge o deltiega el @ñparq osí

como en los casos .le los a/fículos 57O A 571 procederá el reatrso de apelación, el Erc serd

concedido sin ekcb suspensiuo anando se dcoge el añpdro o se ttaga lugar a las medidas

de urgencia. deberá lntcr?oneÉe g itnd,arncr.t¿,rse por escrlto

notlftca.das l".s t?,soktclones mancloncdcs... ", por 10 qu tento

autos, sur el recurso sido
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en tiempo oportuno y con las forma-lidades requeridas, debiendo por tanto decla¡a¡se su

admisibilidád. Es mi voto.-----------

Que, el recurrente, en su escrito de apelación a fs. 101/105, manifestó en

sintesis cuanto sigr)et '...FALTA DE LEGIIMACIÓN ACTNA, El amparista g su

patlocinante, a metTudo aparecen med.idticd.mente o trdués de sus Wsteos et7 redes

socíales itutocdndo s pertefieficio. o milítancia en dictla orgafiizacíón. A partir de ese hecln,

tenemos que entender Erc al GIAI motoriza, sponsorea, impulsa o de alg!fta mdneral

incentíua la presette acciói constitucional de amparo?. y si esto es r¿sí, tenenos qLLe

efttender E1e la infomación cpe, en su caso, serA proporcionddct d[ añpdristq tiene por

destino frnal Ia utilización de Ld misma a cargo de dicha ONG o coalicióft de ONGS?.- Puede

ser, g habrd qte debdtir sobre la procedencia de un an:c-eso por uíd obliLlla a informacíones

A registros estdtales pard proúecllo particular de corporatciotues con iitereses sectorizados,

mds allá de la inuocación de derechos cuya mención tienetx indisputado prestigio, al

ittscribúse cbño heÍamienfds de pronbción de la transparenci@ en Ia gestión pública Afttes

de ello y como coftdición preüia sin elkbdrgo, es lo cíerto E)e el añparista es un particltldr -
así se preseflta- bajo patrocinio profesbnal, qte no aJifina e¡canú1r. ni representar, ni de

alguna manera actuar en nombre de Ia organización Eae por cuanto se deduce result.lrá

faúorecidd con el dcceso a ínformacíón por él solicitada En ekcto, el amparísta, E)iei no

dice pero parece acfuar pafti otros glupos de otganizacíones g personos, NO POS¿E

LEGITIMATIO AD CAUSAM en Ia presente acciótl constíttcíoftal, no solamente porque los

objetiuos sectoriales de las mencíonadas organizociones no le fueron encomendados o

trcnskridos o de algúft tlodo eftdosddos, sino porque el Dolumen de la información g sus

alcqnces no fonnan parte n¡ abarcaft n¡nryna gardntía corlstifuciondl q)e, amo deriuación

de la denegatoria de prouisión producid.a en Ia CONTRALORIA GENERAL DE IA
REPWLICA d su respedo NO ALTERA DE MODO ALGWO NINGWA GARANTIA

CONSTITUCIONAL en su perjuicío, colrb para dar consistencia a la presente acción

cotlstituc¡onal. SOS¿AYO AL MARCO LEGAL Y ERROR IN IUDICAN La pimera razón

fundamental por la cual la SD N' 24 d.ebe ser reuocdda coistituge el soslaqo grosero al

marco tegal coftespoftdiente prescrito pdrct lo-s Declaraciones Jurad.as, con el dgraüante de

aplicar a las mísmas una leA de carácter gefterdl cotrto es la LeA N" 5282/ 14, en ese

sentido, es de nítída claidad que no puede obuiarse la exístencia d.e una leA de

ESPECÍFICA que reglameftta eI Añ. 104 de la Coftstitucióft Naciotal, en uirtud del atal
precísamente se establece lq obligatoriedad de la presetutación de los Declaracíones

Juradas. Así pues el Art. 3, itlc. 5, de la Leg N" 5033/ 13 dispone Ete las Declaraciones

Jurados deberdn contener "...5) La autorización expresd e irreuocabLe del declarante, qte

fa@Ite a ld Contrdloría General de la Repúblíca, A TRAVÉS DE ¿OS óRGANOS

JURISDICCIONALES a dar d conocer los datos co\tetuid.os en su declaracióft jurada de

bienes g rentas, actiuos A pasioos, anforme aI procedimiento a ser establecido por la
ñisña en ld reglañentaciótl coÍespondiente', Wra resaltar el expreso ñandato legdl de la

necesidad de Ia ínteruelción de la ifiteruención del Órgano juisdiccional. Todo lo anteríor

ha sid.o eludido por pafte del JLtzgo.d.o Peftdl N' 4 en o)ga drg)rnentación pata sostener Ia
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SD impugftadd ln obuiad.<¡ por completo una LEY wGBNfB g sín hacer co¡sideración

alqlna al respecto de su contenido, fundamentando errófteametute sus presuryestos en lq

Ley N" 5282/ 14. Por tanto, al estar expresdmeftte legislado que la prouisíón de las copias

de las Declaraclones Juradas de los setuidores públicos, conforme a la clara g precísa

disposicíón de ta tr,DY 5033/13 -Art. 3, Inc.í-, sólo A TRASES ,n ¿OS OnG¿JVOS

JURISIXCCIoIVA¿ES se Wede proceder a su prouisión" dicln requisito no puede constituir

JAMAS üN ACTO ARBITRARIO r-Li Wede entenderse coño lesioftados los derechos d.el

ampqrista. al co/Ltratio, es la S.D N" Ia que uiola la leg. En efecto, no existe omísión

mq iftestanleite ilegítima pot parte de la Contrdloría Genero.l de la República, dado Ek tlo

exi,stíó jamas und arden emanada por un juez Ek competeflte solicitando a esta Institución

los datos de la declaración jurada de bienes, rento.s, qctiDos y pdsiúos, por lo tatuto de

ftinguna ñanera pued-e hablarce de amisión mctnifrestdtuente ilegítima, porque lunca

existió ordefi judicíal notificada a la Conttaloría General d.e la República a los ekctos de

que se proporcbn|: la información reE)erida. NINGUNEO DE LA ARGUMENTACIÓN DE

NUESTRA PARTE: l,(1 S.D, N" 24 ha ning)neddo Ia ptáctíca constante al respecto del tema

de foftdo. Ha hecho t\1so omíso d que las solicitudes de Decldraciones Jurado.s se hdn

otorgado efectiüamenle como ÍLemos maníkstado al contestdr el Amparo, siempre y dldndo

se hd dado cumplimiento a la Le!, osí pot ejemplo, se trde a colación Ee l@ solicitud de

DDJJ presentada par ld Agente Ílsco,l Yolq.d.d Po¡lCllo, en el marco de la causa

catatulada "AATORI cIoN JADICIAL R!I,QI,r,RII)o PnESEJYrÁDO POR LA ACEIrTE

FISCAL YOLANDA PORTII,IN TORA¿ES, AÑO 2018, Ted/Tfie\do aI ORGAIVO

,JIIR,§,ICCIONAL, amn lo señala la disposicíón legal cítdda; ha sido contestada

ncediéndosele el pedido pot el Juez Penal de GardtLtía.s, Abg. C stauo Amilcar Amailla

ica, en resoluckin fundada y comuni<:ada a traués del Ofrclo I'," 726 del 70 de e ero

2078; procedietxdo consecuenteÍLente, en curnt llrnlento de la Ley Y DD LA ORDDN

Jtiotct,¿, t"
dba)menlaclol.

á S,1!A

O- CAPITAI.

Contraloría General de ld Repúbl¡ca q proueer las copias de la

Adentás, no se ha tomado en co¡¡sideración que ld ñaAor parte de los

,!

amprendiáos en las Declarorioles Juradas de bienes A renta.s, actiuos A po'siuos, tto

tienen uina)laciótu con.Ia condiciin de funcionaios públicos de los declarantes a, por etude,

soft de ndturqleza lrríudda. Aquellos datos qrc, pot otto lado, uersalL sobre ld utilización de

Jos recu¡sos públicos, como la retnuneración de los f ncionaños públicos, en alalquier
'\ coflcepto, estátu efectiuamente rclacionados a su (nrldición de tales A pot ello reuisten

ituteÉs público. Los datos estd ftdturaleza son los detallados en ld L¿g N" 51a9/14

"Que establece la de ls ptovtstó7{ de l4fo/,na'cloncs en el uso d,e

sobr? rernu¡erdrlones g otrds tefibuclones dl

d.e la Repúbltca del Patagtdg", los a)ales sí deben te

kt actora camo el Pendl de Garantías N' 4 eisten
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/es¿ñ¡cio¿es al derecla de acceso a la infoñnación pública g, de hecho, soslagan el marco

nonnatiuo específi.co de la CotLtralorío General, como el fijado para la admini-stración d.e las

Declaraciones Juradas, tal es así E)e es irnporldnte repetir lo manifesfutdo en el escnto de

promoción de Anlparo EE artma 'Las leg$ 276f94 g 5033/13 establectero^

per'¿¿islones expresas rcspec¿o a qué órgdnos U con qué ¡onnd.ltdades se podían

dq.r a co¡rocer los DD.,.-Í; no estoblccleron nlngu'lq. ptohlbtctón en ¡onna expresd." !
agrega "Podría euefthtalmente sosteflerse qlte esa^t leAes Í'Lteroñ. bien claras respecto a qué

órganos A EÉ persoias podían acceder a esa in-foñnación, pero deldron tn fitdnto de

tndeffntctón có,'¡, debíd (¡ctud,se e cdso d.e que l(¡s II,¡/.I Íuero¡ sollcit,,dds pot
tcrceros' (1), Esta ínterprctación deúene indplicable A ademAs resulta, cranto tnenos, et1

una iñposfufa, ateftto aL que setía uft absurdo reconocer que las dependencias del Estado

como eI Minísterio Público deban reatnír ante instancias jurisdiccíonalr,s para el acceso a

las Declafacíones Juradas, pero E)e los partianlares no deban tlacer lo propio- ERRORES

EN LAS VALORACION¿S Y ¿A DELIMITACIÓN DEL THEMA DECIDIINDI]M: LA XIUSAI

inuocada por eI ampansta, A que en contraposición a la legislación ui¡ette ha dado a lugar

¡a S.D. N" 24, tíene como fundamento la falta de provisión por pdlte d.e la Contraloría

General de ld República de lo.s 4...&claroclo^es lura.do,s de qulencs hagaa ocupr.do

los slgr¡l€nú€s ca'tgos ef.t E los o,ños 2OOg y 2016: - Autoridddes de elcccl,óf¿

Populd.r (Presld.ente g tlcepreslderte de lo Repribltcd, §,end/ilo,.es, Dhrutados,

Gofuñdd.orca, mlernbros de .runtds Derta.rc.¡rnantdjcs, Interad.entes, mler'¡bros de

Juntas muntctmlcs), -lltl¿lstros d.el Pod,er &iecutitto g lrltulo;r?'s d.e secrct4rías con

rq$go de mlnl§Et'lo, -Tltr¿ldrcs de ótgqnos extta pode'. g de conttoL -¡Iten bros de

dlrectotto de e,l4p¡cso.s y)tbltcds o con p.¡rtlclp.¡cló[ occio drTo. estato.L- Mlrtlstros
de la Corte Suprcrn4 d,e Justlclo- - Dbectores g fiúe¡nbtos pu¡aguagos de los
coEselos de ltdltru g Yacerctd.- O,.de^adores de gdsto de los tres poderes del
Estddo. -Rectofes g Decanos de todds las u úeÉtd.¡des púbucqs.." (SIC). Es decir

se recbnoce expresamente, en el último pd.ftafo cie su escrito, páglno. 1fi9, cit¿n es ld
cdusal qúe ñotlvo, sta pr?,sentdc'lón V.S entendera que este punto resulta coeítal e

insoslaVable a los ekctos d.e lleoar de manera conducente la presente f.itis. La Conttaloría

General de la Repúblicd, como Órgano Superior d.e Coitrol de las dctiüidades del Estado,

no se opone al derecho al acceso a la información pública, f;'ero destaca E)e no puede

entenderse coño negdción de un d.erecho el cuñplituiento de un reqttisito estdblecido en Ll

Ley. Se equíuoca el A E)o al pretender delínear la naturalezlt juidico de las Declaraciones

Jufad@s enmarcdndolas en la Ley 5282/ 74 d.e ac¡:eso a Ia ínformación Pública) pues como

la se ha rekrenciado, los DDJJ poseen una Le!/ especifrca lt tienen también un objeto

especifico, a saber, la realización de andlísis d.e correspondencia para ueriftcar si se ha

producido uft incremento sustancial e injustíficado en el patrimonio de los seruidores

públicos. NIJLIDAD POR FLAGRANTE CONTRADICCIÓN Y CARACTE]? UL']'RA PETTITA:

Vale destacar adeñds que la S.D. rea.Lnida adolece de ftulidad por su mar¿tflesto eíor (tl

excederse ei cardcter de ultra pettita. Et ese sentido, uale destdcdt q e el accíorlante ha

solicitado expresamente las Declaracio\es Jurada.s de Bienes A Reitas de deteÍniftad.os

6
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seruidores públícas, sin embargo, en la Se/Ltetucía Red)ñda el Juzg.tdo ha disryesto fúcer

lugar a la preteisión del anparísta agregándole de ñolus propio los cónAuges. La

extrulimitación pod.ia pasar desapercibida, sin embargo al excluír prímero a los pdrientes

dentro del seg)fida grado de cotusanryínidad bajo el fundamento de Erc éstos podridrl no

sef fwcionafios públicos, pero a reglón segtido íncluir a los cónwges sin hacer esr¡ tuisñr¡

dístinción, se estd,n i¡'LcluVetdo o partiqtlares atAos datos A &Aa infofindcíón jdtuás fue
solícítdda par el acciondnte. IMPOSIBILIDAD DE DAR CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO

POR EL JUZGADO: Ahora biefl, lo que el Juez Pendl de Garantía.s no se Wrcqtó es algo

f nddñefttdL A totaltuente básico pdrd dctr ct-itU)limíento a lo ordenado por el mísmo, y que

se encuetltra establecido en el dñ. 14 de ftuestrd Carta Mdgna La LeA Nrc. 5033/ 13 'Q e
reglcünentd el drtículo de la Constitl.tción NdcionaL de la Declardción Juradd de Bienes !
Rentds, Adiúos g Pasiuos de los litncionaios públicos' fue promulgo.dd g püblicdda en

fecha 08 de octubre de 2013, A confonne d lo estipulddo en el aft. I del Código Ciril, las

leges son obligatorids en todo el tetitoio de Ia Repúblicd desde el día siryiente al de su

publicdción o desde el día qüe ellas detefininen En ekcto, el art. 26 de la LeA Nro. 5033/ 13

estableció que la leg entraría eft üigencld a los 90 días de su promulgación, por lo que sí el

0B de och.¿bre de 2013 ld rekida leA Íue profiulgada, la misma entró ei üígencia el 06 de

etero de 2014, atetudiendo a que los meses de Octubre y üciembre anertan an 31 días, y

el plan Íue establecido en ¡lías g no ei tueses. De ígtal manera, al to establecer Ia ftofina

si se trata o no de días hdb¡les, debe apliarse el art. 338 d.el Código Ciuil en concordancia

con el Ar1. 342 del Código Cioil, dejdndo de manera clara, precisa ! concisd que la LeA Nro.

033/ 13 entró ea uigencia el 06 de enero de 2014. Por lo tdnto, no ex¡sten dudas E)e a

r d.el 06 de enero de 2014 en adelante rige la presente leA, (E)e reglamenta

el aú. 104 de la Carta Magna), en donde se establece E-@ a traués de los

nos jurisdiccionales se da cL conocer los datos contenidos ell la decldración iurada de

ietues, rentas, actiuos ! pasi1.)os. Eft dertn¡tiuq, la Contraloríd Oeneral de la República no

puede ddr almplitttipfito a. 10 ordenado por el Juzgado, con relación a las declaraciorles

juradas de quienes tngan ocupado los cargos entre el año 1998 g el 05 de eneto de 2014,

dado Ele cotuo [os mencioftdranrLos líneas má-s arriba, las leges igen para el futuro, como

'o.sí también porcllJt? Ia Coittalorial Ceneral d.e ld Repúblic@ flo ateftt@ con dutor¡zac¡ótt

axpresa e ífteoocable d.e los deck)ro'ntes... ". FtnalñG¡te sollclta q!¡e [¡ se¡te¡cia

sea ¡evocáda, por no hallaÉe af¡stada a derccho

Que, el señor JUAN CARLOS LEZCANO FLECHA, bajo patrocinio de

de contestación (fs. 138/ 157), en sintesis ma¡rifestó cua¡rto
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articularse al moilento de contestar Ia deñdnda u no en esta etapa proceso.l; sgbfLel
soslauo del marco leq@l u enor in iudican¿o: sobre la pimera parfe debemos tnencionar que

tanto la LeA 5033/ 13 g Le! 5282/ 14 se encuentran uigentes, uno (LeA 5033/ 13) ige par..

las peticiones de acceso total a ld it-tfomlación (incluido itufonndción cubíerta por el secreto

bancario e información seisible) A lo. otra (Leg 5282/ 14)nge para solicitudes de terceros el

dtal tíene sus limitacioftes establecidas (no a.barcd o iftcluAe la iftfotutdcióft cllbierla por el

secreto b@ncario e información sensible), entonces, considerando E-Le ambas leVes se

cotupleñentdfi eft níngin cdso puede sos¿aUarse ld dplíc<tcíón de ld Leg 5282/14 aI

presente caso, sobre la segund.a parfe d.ebemos menciondr E)e la fdltd de rcspuesta d uftat

solicítud de acceso a la inJormación piblica confiatra per se un menoscabo que puede g

debe ser debdtido en el ñatrco de rna acción de amparo; sobre el ninquneo a la

arwmefltación de la Conlraloría la practicd alegada por el rea)rrente no es incofiq)atible

con el acceso a las DDJJ de antoridades an respon-sabilídad política por parte de d.@lElier

persona que invoEte el derecha de acceso a la ínfonnacíón, la CGR pasa por alto que lo Ete
se Eiere conocer fto sólo son los ingresos de los funcionarios, s¡no todo su pdtriñoíio, para

podef detectdr euenfuales incrementos (Ne se@n indicios de eniE)ecifiientos ilícitos por su

paso por la fuflcíófl pública, lo úal reviste un iftterés públia la euohtción patrirnonial" con

este arrymento también se fundañenta el dgraúio relacíondd.o sobre el tema. decidenduñ;

sobre la nulid.qd por contradícción u carácter "ultra petita' si ld DDJJ de todo funcionario
debe contefter ¡ftfomacíón sobre cónguges, hijos g parientes h.esta el seryndo grado de

consanguinidad o afrflidad g en ld setutencía se excluAe a estos últiños, ¿de q)e

contrddicción o cardcter ultra petíta. estamos hablafldo?. En todo c¡7so, E)íen debería

haberse agraúit7do so! !o, Aa que se hizo a lugar la acción de amprTro de ctcceso at la

infonnación ototgáftdome meftos de lo cltte erct mi pretensión, en lq sentencía se ñatutuuo d

los cónyuges que tienen maftcomunióft de bienes, ra hag agrauío ctlguto A esle punto

tambíén debe ser desechado. Sobre la imoosibilidod de dar c1)npl¡tuiefito a lo ord.eftado por

el iuzqado debemos mencionar EE los fecurrentes desconocen la Leg 276/94 Erc en

principio reglamentaba la operatiuid.ol. de Io. CGR, A tenía cotuo funcíón recepcionar la-s

declaraciones juradds de los íuftcionarios públias, por lo cual se etu:uentra petfectdmente

uálido el peddo solícitctdo por esta parte, A no como pretende hacer creÉr la contraloría que

es d.esde el año 2014...'. Finalmente solicita que la sentencia sea conlirmada en todos

sus puntos.----------

Ent¡ando al anáüsis de la cuestión someüda a este Tribunal de Alzada,

debemos analiza¡ los agravios expuestos por el recurrente a ñn de determinar si los

mismos pueden erigirse como tal

Pues bien, en cuanto al primer agrayio debemos menciona¡ que e1

amparista (Jua¡ Ca¡los l,€zcarto Flecha), al momento de la presentación de la acción, el

mismo se ha presentado como ta-l aJ¡te el Juez, en ni¡guna parte del escrito el dice que

representa a tal o cual ONG, por lo ta¡to no se puede hablar de una falta de Irgitimación

Acüva como quiere hace¡ creer, ahora bien, que hará con esa información ya no es

8
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competencia del e te (Contraloría Genera-l de la República), ya que él personalrnente es

quien soücita dicha información y no las ONGS, ya que él personalmente fue que solicito

la información a 1¿r Co¡tráloría General de la República, y al serle negado recufie a la

interposicióri de la p,'esente acción, en consecuencia ¡eúne la condición de legiümación

activa y este agravio debe ser rechazado

En cuanto al segundo agravio, se tiene que el procedimiento de anparo

como vía para hacer uso del derecho a conocer datos públicos ha sido consagrado en la

Ley de Acceso a la información pública y su decreto regla-menta¡io, por lo que el

procedimiento y Ia dinámica procesal de la cuestión siguen los lineamientos del art. 134

de Ia Constitución le la República.

En cua¡to al tercer agravio y cuarto agraüo, deben ser estudiados de

ma¡era conjunta atendiendo que los misños gua-¡dan est¡ec¡a relación entre si, y en ese

sentido el recurrente expone que la via cor¡ecta para obtener la info¡mación es a través

de los órganos jurisdiccionales y no por la vía por 1a cual el añparista solicita, sobre el

punto debeinos meflciona¡ primeranente que Ia Lr-y 5033/ 13 es una normativa referente

a las DDJJ, que habla sobre la presentación en tiempo, saflciones por no presentar las

decla¡aciones juradas ent¡e otras cosas, y la Le"\¡ 5282114 habla sobre el acceso a la

información pública. Estas dos normatrvas se complementa¡. Desde el mome¡¡to en que

el articulo 2" de la l,ey N" 5282/ 14 establece «d€Ilnlclo¡es. A los éfectoE de e§ta ley §e

e¡terdeÉn coño: 1. Fuentes publlcae: sol los §igulentes o¡g¡risDos: al...el la

Contraloría Gcnerál de la Repúbltc.."'"' Por su pa¡te el art. 4 de la l,ey 1626/00 es
"...a.,..Es 

funcionario público la peBon-a nombrada med.iante acto odmínístrdtiuo para o.apar

dé nlanera peinaftente un cargo incfuido o preuisto en el Presupuesto General de la Naciólt,

dotde desarrolle tareas inlercntes a Id f nción del organísmo o entiddd del Estado en el

que presta sus senicios... ", siendo por ta¡to una información que decla¡a ante un órgano

publico que es la contraloria, y a.l ser ambos contrata¡tes de carácte¡ público, es obvio

':que Ia informaciórr b¡indada reviste tá calidad (claro estas informaciones tienen sus

excepciones de confomidad al art. 2" inc. 2 i¡ fine de lalry 52A2lA que dice: ". .s@lro

5 clue se ena.@ntre establecida coño secreta o de catrácter reseruado pot las leges...'.),

las mismas al ser ¡evestidas como tal deben ser accesibles al solicitante,

ces tenemos que según la Lel' 5282/ 14 habla del acceso a la información pública, el

al permite a todo ciudada.no accede¡ a la información que obre en el estado y sea de

carácter público según el

3O_
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proÍLueuan la tra-sparencia del Estado....', además como se explicó en lineas a¡teriores

ta¡nbién debemos hacer meñción que la Ley 5282/74 ei su a¡t. 22 dtce: "...Arfículo 22.-

Definición. Ld infomación pública reseruada es aELella que ln sido o sea calirtcada o

determinada como tal en fonna expresd por la leg...', y en ese sentido se tiene que las

DDJJ no son información de ca¡ácte¡ privado o rcservado porque no hay tey que las

caliñque como ta-l, y al no ser de este ca¡ácter por contrario selsu es de carácter público,

y al ser público el ciudada¡o debe acceder a ella siempre que 10 soücite, es por ello que al

caso no puede ser aplicable e[ art. 3" inc- 5 de la l,ey 5033/ 13 en lo refetente de "@ trarés

de órganos jurisdiccioflales', pot ta¡to estos agravios no se erigen como ta.l y deben ser

rechazados.----------

En cua¡to al quinto agra\¡io, tenemos que el reculrente menciona

que el A quo se extralimitó a.l i¡cluir a los cón¡ruges, en ese sentido debemos

realizar las siguientes acotaciones, que si bien, el A quo ha incluido a los

cónf¡ges, debemos mencionar que no se puede considerar una extralimitación la

inclusión de los mismos, considerando el caso de que el fu¡lciona¡io púbüco at

mome¡to de preseata¡ su declaración jurada de bienes se encuentre casado bajo

el régimen de bienes mancomunados, entonces se hace necesa¡ia la inclusión, por

más de que Ia decla¡ación jurada de bienes sea un acto personalísieo, pues bien

los datos a proporcionar si deben ser delimitados, y siguiendo esa linea, los datos

a ser proporcionas por la Cont¡a-loría Genera-l de la República solamente deben

enma¡carse dentro de 1o decla¡ado por e1 funciona-rio publico, y en caso de estar

casado bajo el régimen de bienes gananciales, los bienes incluidos del cón¡,r-rge

solañente deben se¡ los apoÍtados a [a sociedad conyugal, no asi ]os bienes

p¡opios que tuviera el cónj¡uge, es deci¡, solo y únicamente deben proporcionarse

los bienes de la sociedad conjrugal, quedando expresa¡nente excluidos los bienes

propios que pudiera tener la pareja del funcionario declara¡rte, de igual mane¡a,

debe incluirse 1os activos a nombre de sus hijos que se encuet¡t¡en bajo su pat¡ia

potestad.-------------

En cuanto al se¡ato agravio debemos menciona¡ que si bien la Ley

5282/ 14 establece el acceso a la inlorúación pública, se debe hace¡ mención de la Ley

276194 que en su a¡t. 9 inc. 0 dice: '...fl La recepción de las declatacíones jura.d.as de

bienes de los funciotarios pliblícos, dentro de lo"s garantías preüistos en la Constituciói

Nacíonal, así como ld fomación de uft Registto de lo.s mi.smas, A la prodllcción de

dictámenes sobre la coftespondencict entre tales declaracioftes prestqd@s al esutuir los

respectíuos cargos, A lrrs que el Juncionarío público Íofitúle ctl cesar en el cargo,

sumínístrdtá los informes contenid.os eft el Registro a pedido expreso del Poder Ejedltiuo,

de caalEliera de las Cdmaro-s del Coagteso Nacbnal, del Fisaal Gefleral del Estado, del

Proatrod.or General de la República, de la Comisión BicafiLeral iauestigad.ora de ílícitos A

del Orgartismo jurísdiccional coñpetetute...», conlorme se puede notar la Cont¡aloria

t0
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General de la República ya tiene como facultad ¡ecibir las declaraciones juradas, y con la

lry 5033/13 solo reglarnenta las ruevas formalidades de presentación de las

declaraciones y otros. se tiene que la Contraloría General de la Repúb1ica ya contaba con

un ma¡co nolmativo pa-ra recibir las DDJJ, po¡ ta¡to no se puede hablar de que en el año

2014 con la ent¡ada en r.igencia de la Ley 5033/13 se tome coino fecha para el

otorgamiento de las DDJJ, ya que una de las facultades e¡a ¡ecibi¡ las decláraciones

juradas. Iorma¡ un registro de las mismas, ahora bien, el tiempo otorgado pa¡a brindar la

información considerando el volumen de la información a ser p¡ovista si puede ser

modiñcado

En sintesis y pa-ra culmina-¡', considera¡do todos los agravios expuestos

no pueden ser sus¡ento suñcieate pa¡a La revocación de la sentencia impugnada, pero si

es considerable realizar alggnas modifrcacíones conforme expuesto ut supra, y siguiendo

esa tesitura debemos menciona¡ que la Contralo¡ía Genera.l de 1a República debe otorgar

al soücitante (JUAN CARLOS LEZCANO FLECHA) los i¡fo¡mes de las pe¡sonas solicitadas

que son Presidente y vicep¡esidente de la Repúbüca; Senado¡es y Diputados;

Gobemado¡es; Concejales Departameñtales; Intendentes Municipales; Concejales

Municipa.les; Ordenadores de gastos de todas las instituciones del Estado; Minist¡os del

Poder Ejecutivo; Secr€tarios con ¡ango de Ministo del Poder Ejecutivo; Minist¡os del

Poder Judicial; Duectores y Conseje¡os paraguayos de las Entidades Binacionales Itaipú

y Yas].reta; Rectores, Deca¡os y ordenado¡es de gastos de todas las unive¡sidades

públicas, Miemb¡os de los di¡ecto¡ios del Bar¡co Cent¡al del Paraguay y el Banco Nacional

de Fomento; Ministros del Tribunal Superiot de Justicia Electorál; Fiscales Generales del

Estado, Fiscales y Asistentes Fisca-les; Di¡ector€s y altos funciona¡-ios de Aduanas;

Di¡ecto¡es y altos lüncionarios de ANNP; Presidentes y directores de empresas publicas;

toridades de entes autátquicos y descentralizados; Miemb¡os del Di¡ectotio del

tituto de Previsión Social; Tituláres y miembros de órganos extrapode¡: Deiensoria del

blo, Contralorí¡¡ General de la República, Consejo de la Magist¡atura y Jurado de

uiciañiento de Magistrados. Debiéndose e¡rmarcar los informes sólo dentro de los

os y garralciales del funcionsJio público declarárite, a los pertenecientes a los hij

de los mismos sometidos a su patria potestad. entre los años 1998 y 2018 el

as desde la comunicación de la presente resolución, a de que

requeÍida y en la forma expuesta en este pu
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En cuanto a las costas p¡ocesales, esta Magistratura considera que las

mismas deben ser impuestas e el orden causado, ello habida cuenta de que ambas

partes solo han hecho el ejercicio de sus derechos, no constatándose mala Ie por ninguna

de las misma En este orden de ideas, no se observa temeridad ni eje¡cicio abusivo del

derecho por pa¡te del lecurrente, po¡ lo que se encue¡rtra¡ moüvos suficientes a fi¡ de

imponer las costas en el orden causado. Basado en las precedentes atgumentaciones

legales y doctrinarias, es criterio de esta Magistratura que es de estricta justicia imponer

las costas de esta segunda instarcia en el orden causado, tal como lo ha decidido el A-

quo correspondiendo, por tanto, la co¡firmación del apartado segundo de la resolución

impugrada.----------

VOTO DEL UAGI§TRA¡'O MAYOR UáR'ftrTEZ

ADHIERO AL SENTTDO DEL VOTO DEL MAGISTRADO SANTANDER

DANS, realizando las siguientes consideraciones.-------

El Sr. Jua¡ Ca¡los Lezcano Flecha, ha planteado la presente acción

de Acceso a Ia Información obrante en fuentes públicas, bajo las ¡eg¡as de procedimiento

y substa¡Ciación de la Acción de ampa¡o p¡evista coño gara¡tía consütucional y

reglamentada en el Código Procesal Civil, en 1o pertinente, con la ñnalidad de acceder a

las decla¡aciones juradas de servidores públicos mencionados en su escrito respectivo,

existentes en la Cont¡aloia Ceneral de la República.------

Primeramente cor¡esponde deter¡rd¡ar la procedencia del Juicio de

Ampa¡o reglado er el Código Procesa-l Civil, preüsta como Garantia Constitucional en el

a¡t. 134r y el Art 25, de la Convención America¡a de De¡echos Huma¡os, con el fi¡ de

hacer efectivo el a¡t. 283 de la Constitución Nacional, el art. 13a de la Convención

^mcúlo 
lt{ - D¿l a"qoú ]¡da p.uoña que por un ¿cto u omúió., múifiostameñte ilegilrmo. d. un¡ auroridod o de un púicrte. se

@nside¡e lcsiona& graveñente. o en peligro inmin€otc de s!¡lo e. dcrechos o gúmrl6 consaSr¡dos eñ ena Coisúución o en t¿ ley, y quc
debido a lá oree¡cia del cM no pudisá remedime por la via o¡diraria, podrA ,roñorer mpüo r. ei ñaBisrad. conp.t.Tte !t pBcdimiento
,c¡á beve. sum¿rio, gratuito, y dc a€ción po¡ulú püa los c66 prvúld en la ley
El ñagirrádo lendná facuhad pea salvaguúd.r el dcrecho o ssmli( o paa rcsr¿bl.cd irñedi.ramenle la silueian ju¡idi.a i¡ln¡glda.
Si e Íae de una cuesrión eledoral. o relílv. a o¡gmizoion¿s poli1ic6, sc¡i conpetenre tajurrci¿etecto¡d
El ampüo no podrá p¡omoveNe eñ la t dir¡ción de caus6 jld¡Úales. ni cdra ,cros de ó¡san.s iudiciahr n, €ñ et DrGso de fomr&ión.
súción y prcnulsación de 16lel§

' Conr€rció. Ar.ric¡!¡ d. D.rdtG Huú¡.6 Arlcu¡o 25, Proledó" Judici"l l.Todap.6o¡alicn0derechoaunrecumo*ncillov
rá¡ido o d cualquG¡ otro r*uEo ofelivo ane los ju*s o libumles conpetmles, qle la áúpe conra *16 qú viole¡ s¡s deÉch6 ,ündmentales
reconocidos lot laCorriluciór. h ley o la pr*nte Convenc¡ón. aun cuddo l¡l viol¡ción se. coñ.rida por peñotu! que ac1úen e. lj.rcicio de sus
luncion€s oficia¡6. 2 Los Estrdos pütcs se conproñern:
a) a gMdza quc la .uloridad mñpetente pre\ ist¡ por .¡ sirena lcgal dcl Est¿do de.idirá sobre lü derechos dc loda pesona que inreeotrC¡ tal
recue: b) a dcsúol¡& ¡d posibihdads de r€cue judicial, y O a gMtizs el cunplioic.to. por la ¡úroridads com¡dc¡t.s. de lod¡ d(¡ión en
qu. sc hara esliúa¡o u@dente el ecu6o

Corsürució¡ N¡c¡on¡l Ariicllo 7A- D¿l d¿recho a iiÍo¡ña^e* recoúoa el derecho de la ¡cro¡6 a dibn inhmación !e@- resFnsabte

La iuenrcs públic6 de inlomación son ¡ibres para todos. ta ley Egulúá ls moda¡i¡t¡des, ll¿rs v s cio¡(5 cDmponijMrs a t6 misms. a
fin de que ere dere.ho sca cfect¡vo

lod¡ pemo¡, aiect¡d¡ ror la diñÉión de una i¡fomació. falsa. disto^ionada o mbieua ri.ne derechó a exigir su r.criieción o su
rl@cion porelmtrnJ meJo !.n la misme condñones que h¿\a {do dtrutgad( rn pertrrrJditu t€m6 rkrech " ,o;¡cn.aohc

a 
Co¡r.nc¡ó¡ An.ri.rm ¡j.Ircr.cnos Hum.¡osrícu¡o lJ. L¡b..r¡d d. P.(¡ni.nto J d. ExprBión ¡. ¡'o¡]lpe6on. ticne derelho ¿

la liberad de p.isúie¡to y d. cxpNsió¡ Eslcderechocoñprc¡dcl¡libe¡tddeb!s¡r.rsibtydifundfinfonacionoseidesdelodáindote.sin
co.sid€Éción de 6onter6, ta sca oBlmerlr, pordcrito o e¡ loña inpr.sa o arisica. o por cualquier om procsdrricflo de suelecció¡

2. Elejsuiciodelderecno previstoc¡ eli¡ciso pdedenle ño puedc slú sljeto a pdi¡ e¡$ásinoa rcsFnsabilidadcs ulrcnores.ls que
debeñ sla exprcsmcnle f¡¿d6 !ú la ley y ser nec.sdi6 p@ a*gurü

a) el respclo a lG derechos o a lá reputa.ión de los d.más. o
b) la prote.cio de lá se8uidád ¡¡cio¡al, e¡ orde. li¡blco o lá salud o l¡ moral púbtic6

l2
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Americana y 19s del Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Politicos, referida

ind ectamente en Ia Ley de Acceso a la Información Púbüca N'5282/ 14, reglamentada, a

su vez, en el Decreto N"4064/ 15, dado que este es el primer agravio del apelante.----------

El Juicio de Añparo como via para hacer uso del de¡echo a conocer datos

públicos obrantes en Fuentes Públicas, si bien no mencionado o.:presamente como la via

judicial pára ello en la Ley de Acceso a la lúformación Púbüca y su Decreto

Reglament¿do, si, ha sido expresamente determinada en Ia acordada No 1005/2015 y los

precedentes judiciales que [o hán consagrado, coño la acción judicial idónea pa¡a ello, no

po¡ la materia que limita su procedencia preüsta en el a¡t. 565, si no por las ¡eglas de

substanciación, por ser la que cumple de manera más adecuada, con las expectativas de1

ejercicio del derecho subjetivo del ciudadano al acceso a la información pública, po¡ lo

que el procedimiento y la dinámica procesal de la Acción Judicial de Acceso a la
Información Pública, sigue los lineamientos del a¡t. 134 de la Consütución de la

República en concorda¡cia con el art. 25 de la Convención Ame ca¡a de Derechos

Huma¡os la l,ey 588212014 y 1as reglas de substa¡rciación en cuanto a los jueces

competentes, plaz,o p:¿ra su i¡terposición forma y contenido de la demanda en 1o

pertinente, Informe, t¡aslado, Sentencia, su contenido y efectos, así como los recursos,

reglados pa-ra el Juicio de AmpaJo previsto en el Código Civil, por 1o que a criterio de esta

inagistratura ei alfavio a-legado por el recurrente deviene desde todo punto de vista

improcedente.-------

En el art. 28 de la Constitución, se reconoce el derecho de las personas a

ticibir información y el acceso a las fuentes públicas que las contengan- Psre ello resulta

;ineludible en prir:er lugar que determinemos el alcance del término información,

atendiendo al concepto de la misma para luego analizar, los elernentos que la componen.

Pod¡iamos decir que la infornación en sentido general, es un conjunto orgadzddo de

+

li,r:,i:.'

_ 
- Fpcl túa periodim. de fircue ú.i tudielél|ricd. o dc tns@s , apúatos sadoi cn la diftsión de infonución o por cualesquied oros ñedios' cncmnudos a rm¡edn h comurica.ión y la cnculación dc ides! opi¡iones.

3 No se puede esrirgir cl der.cho dc ¿xprcsión por ti6 o medios i.direclos. tales cono el abüso de entrolcs ofrciales o paniculú$ do

4 Los espeüácrkN !úblicor pu.d.¡ q sondidos po¡ la l.y a c¿rsua pÉviá con el ex.l6i!o obje«' de regule elacceso ¡ ellos ¡úa la

P¡ctol¡l.rn¡(jomld.D.r(hos(¡tiloXPolIt¡cosarrlculo!91Nadiepo¡rásrmolesladoaBN¡d.susonhiones
2 lodape!§natieft d¿rechoal de expeió¡i ese derecho @mpr.rdc la libenad de busoar. ¡e.ibn y ditundt i¡iomeiois e

y! §ca oralm.rle. por esorno o er loña mpresa o atlislicr. o por cualquier otro Procedmi

previsro en el párafo 2 dc esüc anicllocnrmna debercs y r€sponsabilidades especiales
qu. dcb.rái. si¡ cmbüso crú expresmenle lúadd por la ley y sct rucesúEs púa:

, lus derechos o ¡ la ropuracifr d. los d.Dá!:
se,ruridad n un¡n¡I, el onleñ rúblicoo

prorccción moal de ¡a i¡loncia r l¡ ¡do¡BErcia. sin p.rjukú de l. €stábh¡docn elirci$ 2.

5. ¡is1ará p.ohitlida pr ls ley toda pnp+üd¿ cn laror d.lá guera, lod. arologia delodic n&ionrl. mcial o r.ligioso que consiituyan
incirácúnes al. viol.nc¡aocua qui¡rorra ¡ccion ilegalsiirilü conlr¿ sualquie¡ peñia o gtupo dc p.6o¡6, por nireún molivo. inclusire los de rua.
olor. rclieió¡. idiooa u o sen n¡ci.,n¡l

I
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datos, que constituAe un mensaje sobre un clerto fenómeno o enfe6, podria decirse taÍ¡bién

que, es ur¡ conjunto organizado de datos procesddos, que canstituAe un mensaje que

cambid el estado de conocimíento del sujeto o sistema que rectbe dicho nensqjet.- - *----

Normalmente la información está contenida en registros de dirlerente

naturaleza por lo que se hace necesario que recordemos el alcance de1 concepto fuente o

registro público y en cuanto a dato, si este es público o privado en uestro sistema de

derechos. En cuanto al término 'fuente', la Constitución Nacional en su Art. 28 y la Ley

52A2lA, Ar1..2. Inc. 1 Deliniciones, son las noÍnas que hacen referencia al término

"fuente", precisá¡dose más en la norma legal cuales son los organismos conside¡ados

como tales. En la misma ley y articulado ha establecido normativa¡nente la deñnición de

"información púbüca', esto es ¡elevante, teniendo en cuenta el alca¡rce discutido en el

presente Juicio de Amparo. Asi, aquella en su aitículo 2" estatuye: 'Definiciones. [...] 2.

lnformación pública: Aquella producida, obtenida, bajo control o en poder de las fuentes

púbücas, independientemente de su formato, soporte, fecha de creación, origen,

clasilicación o p¡ocesarliento, salvo que se encuentre establecida como secreta o de

ca¡ácter reservado por las leyes". Po¡ su parte, la Ley N' 1682/2001 y sus

modificatorias, la l-ey N"1969l2OO2 y la ky N"5543/2015, regula todo lo referente a los

datos privados

En la l-€y N" 1682/2001 y sus modifrcatorias, no se establece u¡a
defi¡ición de lo que debe entenderse por dato o información privada, au¡que se dan

ciertas ejempliñcaciones a lo largo de su ar'ticulado, solo se define específicamente el

concepto de d¿to se¡alb¡e, er su art.4, Ios relativos a Ias pertenencias raciales o

étnicas, prefe¡e¡cias políticas, estado individual de salud, convicciones ¡eligiosas,

ñlosófrcas o morales, intimidad sexual y, en general, los que fomenten prejuicios y

discriminaciones, o afecten la dignidad, la privacidad, la i¡timidad doméstica y la imagen

privada de personas o familias, prohlbléndo3e 6u publlcaclóa; de una lectura del

artículo 5": "Los datos de personas fisicas o jurídicas individualizadas que revelen,

describ¿¡ o estimen su situación pat¡imonial, su solvencia económica o el cumplimiento

de sus obligaciones comerciales, pod¡áa ser publlcados o d.lfu¡didos soLlr¡ente: a)

Cua¡do esas personas hubiese otorgado autorización expresa y por escrito para que se

obtengan datos sobre el cumplimiento de sus obligaciones no ¡eclalnadas jr.rdicialmente;

blCuando se trate de informaciones o caliñcaciones que entidades estatales o privadas

debar publicar o dar a conocer en cumplimiento de disposiciones legaJes especificas; c)

cua¡do conste¡ e! las fuertes públlcas de l¡foñracló¡" y d)cuardo la información

ve¡se sobre el cumpliiento de obligaciones firiancieras y c(,merciales como límite de

crédito, compromisos del mes y sa-ldo adeudado'y de su Art. 6. 'Podrár¡ se¡ publlcados y
dlfundldos: a) Los datos que colslstaa únlcamente en t¡ombre y apelüdo,

docume¡to de ldertld¡d, domlclllo, edad, fecha y lugar de ¡áclttrieltto, estedo clvll,

t4
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ocupaclón o profe3ló¡, lugar de trabajo y teléfo¡o ocupácio¡a¡; b) Cuando se trate de

datos solicitados por el propio afectado; y, c) Cua¡do la información sea recabada en el

ejercicio de sus fu¡cio¡es, por magistrados judiciales, fiscales, comisiones

parlamenta¡ias o po¡ otras autoridades legalmente facultadas pa¡a ese efecto" Así pues,

en este esquema, podeños inferir que se consideraa datos privados, primero, y

obviamente, a los datos sensibles del Art. 4, cuya publicación está prohibida;

iguabaente, a 1os datos indicados en el Art. 6 que son aquellos que identifican a la

persona, como su nombre y apellido, documento de identidad, domicilio, edad, fecha y

luga¡ de nacimiento, estado ciül, ocupación o profesión, lugar de trabajo y teléfono

ocupacio¡al etc., y los datos de sus actividades negociales y comerciales, que tienen uoa

publicidad relativa. En lo que respecta a.l domicilio mencionado en el a¡t. 6, este, debe

ser compatibilizado con el ait. 4 que regula la información sensible, entre la que se

ercuentra Ia relativa a la privacidad e intimidad, por 10 tanto la información que puede

darse a publicidad, con el l1ft. 4 sobre iniormación sensible, entre la que se encuentra la

privacidad e inümidad, por lo tanto, el domicilio legal o de su residencia privada, no legal,

en su difusión debe intervenir -por electo de la prohibición relativa a¡riba señalada- el

pedido de su titular- el titulár del dato, o bien el requerirniento judicial en el ma¡co de un

titigio o p¡oceso judicial, ea los cuales el Juez precisa dicha información para e1 trámite o

la resolución de la causa previo auto fundado, que pondere Ia finalidad, proporciona-Iidad

y racionalidad del requerimiento. También es menester poner de resalto que el articulado

no se refie¡e a la ¡esidencia de las personas, sino a su domicilio, la cual, en ciertos casos,

o se identilca con este último; valga e1 caso de los funcionarios púbücos que tienen un

domicilio: el lega.l que es el siüo donde cumplen funciones y se le atribuye como tal

et de iure, y q,¿e, desde luego, no coi¡cide con su residencia, 1a cual, por hacer paite

de órbita de la iritimidad, se¡á dato sensible en los términos del Art. 4", ya citado. ----
lu

f, CAPLlAL

S ¡\LA

inodiflcatorias,

Debemos, en consecuencia ante Ia falta de precisión respecto a que se

por dato o información privada por parte de la ley 1682 y sus

en concordancia con la l,P'y 52821 14 intenta¡ definir la situación En este

sentido es útil ¡eferimos a1 precedente judicial, AC.YSENT. No. 68 del 22 de setiemb¡e del

2016 dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil Tercera Sala, Capital, que

desar¡olla los siguientes razonamientos: '.. , este conjunto de leAes no establece ut
concepto gener@l de dato priuado, pero, de una lectura conjunta de las mismas' en

concordancia con la Ley N"s282/ t 4, podemos delinear lo qte debe entenderse por dato

público: en pincipio todo dato qLLe no es públíco en los té

t¡e entender

en

-4;:,0""t¡¡r.l¿t'Íf¡:

o

o
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14, es piuado, se trdtd de datos relatiuos a la.s

ua sea de su identid. , de sus actiuídodes
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comerciales, así como aquellos datos califr.cctdos por lo. leA de sensibles A que llacen (t lo,s

especirtcaciones de su persondlidad- g rtIiac¡otles o preferencie.s, oinaladas con si
intituiddd g su dígnídad persond¡. Desde luego, tanto los datos sensibles como los datos

personales, según los hemos expücado más arriba, consütuyen datos o información

privada.---------------

Del escrito que consta a fs, 6124 de au,tos surge que la intención puntuál

de los recurrentes es obtene¡ datos relativos a las Decla¡aciones juradas obrantes en Ia

Contraloria General de la Repúbüca, de quienes hayan ocupado los siguientes cargos

entre los años 2003 y 2016: - Autoridades de elección Popular (Presidente y

vicep¡esidente de la Repúbüca, Senadores, Diputados, Gobemadores, miembros de

Juntas Departamentales, Intendentes, miemb¡os de juntas municipales). -Ministros del

Poder Ejecutivo y titulares de secreta¡ias con ra¡go de ministerio. -Titulares de órganos

extra poder y de contol. -Miembros de dAectorio de empresas públicas o con

participación accionaria estatal.- Ministros de Ia Corte Suprema de Justicia. - Directores

y miembros pa¡aguayos de los consejos de Itaipu y YacJ¡¡etá.- Orden¿do¡es de gasto de

los tres pode¡es del Estado. -Rectores y Decanos de todas las universidades públicas, y
que esta información sea publicada en el Pofal Unificado de Acceso a la lnfo¡mación

Pública y/o en el sitio Web de la Contra.loría General de la República.----,-----------------

En este p¡oceso, nos eoco¡t¡atnos ante dos sujetos: La pe¡sona particular

que pretende acceder a inforoación contenida en fuente pública; y la Fhente Pública en

1os terminos del art. 2lit. e) Contraloria General de la República, que tiene en su pode¡ y
bajo su control las Decla¡acio¡es Juradas de Bie¡es y Rentas, Activos y Pasivos de los

Funcionaiios Públicos, en las que se registran informaciones o datos públicos y privados,

de los funcionaiios, su conJ¡uge bajo regimen de comunidad ga¡a¡cia1 de bienes, aún en

caso de uniones de hecho, y de los hijos meno¡es de1 mismo sometidos a su patria

potestad. Asi como los datos persona-les del mismo. Con relación a sus pa¡ientes, hasta

el segundo gado de consanguinidad y afrnidad se debe¡ excluir estos datos de la
publicidad y difusión, de la información contenida en las Declataciones Juradas, pues

en la rccogida de estos, no han i¡¡tervenido sus titulares y teniendo en cuenta el pñ¿cbio

de ld autodetermínación inÍonndtiud" se debe conta¡ con la autorización de aquellos, para

que cobren estado público

Debemos recordar, nuevatnente, que existen diversas clases de datos, y

no todos son de acceso público; así, por ejemplo, los datos sensibles previsto en el art. 4

de la Ley 1682, ya caracterizados y releridos mas a¡riba. Luego, los datos pueden ser

confidenciales, reservados o secretos. Tarnbién eústen los datos semiprivados, que son,

mayormente los datos crediticios o asociados a actividades comerciales, categoria que

nuesko derecho no conoce y que, po¡ ot¡a parte, se encuentran releridos y arnparados en

la ley de protección de datos personales N' 1682/2001 y ñodifrcatorias. Los datos

confidenciales son aquéllos que son recogidos por entidades y fuentes públicas, pero que

no son públicos, sino que se refieren a una persona particula¡, y cuya di\,Lrlgación, en

l6
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princlpio, no está permitida. E1 sec¡eto ba¡ca-rio, t¡-ibuta.rio, comercial, industria-l,

tecnológico y bursátil son ejemplos claros de esto. ------------

El punto aquÍ es, establece¡ si toda Ia información contenida en las

Decla-¡aciones de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos de 1os Funcionarios Púbücos, y de las

personas mencionadas en ellas, pueden ser consideradas toda pública, por el solo hecho

de estar contenida en fuente pública3, o eiste allí información que puede ser considerada

como sensiblee, y por lo tanto con prohibición expresa y absoluta de pubücación, asi

como información privada, con prohibición relativa de publicación, e incluso, información

privada de terceras personás. todo ello a fin de poder determinal el alcance de la

pubJicidad de la información contenida en las mismas solicitada por el acciona¡rte.---------

l,a Contraloría General de la Repúbüca es el orga¡ismo de cont¡ol de las

actiYidades económicas y hnancieras del estado, de 106 Departarnentos y de las

MunicipaLidades, cuyo objeto es el de !'ela¡ por el cumpümiento de las nomas jurídicas

relativas a la administración ina¡ciera del Estado y proteger el patrimonio público en los

téminos previstos enlaley 276/94,y sus modificatorias.

De¡ho de sus competencias deberes y atribuciones se encuentra¡

también la de recibb las Decla.raciones de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos de los

funcionarios o empleados públicos en los términos del arl. I y 2 y 4 de la L€y 5033/ 13,

estudia¡las, ordenarlas, registrailas y archivarlas. También puede inicia-r las

investigaciones que considere pertinente en torno a estas, dictaminar sobre la

correspondencia entre las decla¡aciones juradas al asumir y a1 cesar en el cargo,

denuncia¡ aI Ministerio Público cua¡rdo exista-r¡ indicios de i¡regularidades o

e¡riquecimiento indebido, regtamentar procedimientos, establecer el formula¡io ofrcial de

presentación de la declaración jurada de bienes y rentás, activos y pasivos, y proveer e1

mismo a los sujetos po¡ la presente ley. Asimismo tiene la facultad para reglamentar las

ciones y los p¡,)cedimientos a ser adoptados por la Dirección Gene¡al y el Registro

de Declar'aciones Juradas de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos de los

Fiblicos y de didatos a Cáigos Electivos Nacionales, Depa-rtamentales y

cipales

e.xigencja de presentación de decla¡ación jurada a los

lundarnento el nto de de

At1 E. §Ait'AN?|;P

s2a2 !11
/01

la Ley 5033, a.ns. 2O y 21.- ------
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función pública y prevenir actos de co¡yupcióñro, es decir, la administración pública y la
ciudadanía, deben sabe¡ quién es la percona, y que ¡ecuÍsos económicos tiene al ingresa¡

al sereicio público, de marie¡a ta.l, que al igual que se controla al estado, sus instituciones

que hoy son fuentes públicas de información, de coño utilizan los recursos públicos, y si

cumple con sus obligaciones en el marco de un estado democráüco y republicano, la

persona que ingresa al servicio público, también debe ser controlado en cuanto a un
posible enriquecimiento imp¡opio, evidenciado en un crecimiento económico, irrazonable

e incompatible con los emolumentos que percibe por el servicio brindado; ta Iinalidad de

esto al igual que el control directo de las insütuciones públicas, es para eütar actos de

corrupción y enriquecimiento ilicito, de paite de quiene$ se espera, actúen con

honestidad y transparencia a-l servicio de la sociedad

Siendo entonces la furalidad de la declaración jurada de bíenes y rentas,

activos y pasivos de los funcionaiios públicos, el de preveni¡ y detectal actos corrupción

que propician un aumento de los bienes y rentas, asi como de los activos de los

funcionarios, es relevante que el control y monitoreo del patrimonio de los funcionarios

públicos, pueda ser compa-rtido entre el estado a t¡avés de los exámenes de

correspondencia y la sociedad civillr que accede a la información y que de esta manera

asume un rol de contralor ciudada¡o, coad)'uva¡do a la taiea de la i¡stitución pública

creada a ese efecto, y logrando con la pubücidad de Ia información pat¡imonial y
econóñica de los servidores públicos, el establecirniento de i¡strume tos de veriñcación,

investigación y de las rnanifestacrones sobre la situación patrimonial y económica

vertidas en las declaJaciones juÍadas, y su contrastación con la realidad, con Io que se

incidiria en la prevención, detección, y disminución de actos de corrupción, así como la

iavestigación y respuesta eficie¡te de los orgalismos judiciales que intervenga-n en el

juzgamiento de conductas ilicitas de los funcionarios públicos, cómplices e instigadores.--

Es entonces releva¡te ahora, luego de haber realizado desarrollos,

conceptualizaciones y diferencias enhe la información sensible, pública y privada, y
haber determinado Ia importa¡cia de la publicidad de los dabs públicos contenidos er
fuentes públicas y el acceso a ellas de cualquier ciudadano,r2 con el lin de t¡ansparenta¡

'' coNvt¡Cloltl INIERAMERICANA coNTf,A L CORRUPCIoNAn ll Los p«rps¡ros ¡te ta psoñi. co¡vfición soór I prcmov.r
y loralecq el desarollo, Dor c¿da uno de los Eslados Parcs. dc los m.c ism6 n ccsúi6 paú preve.i. dereold. súcioe v eradrc¿r ¡a
comp.u | |

^r 
l¡¡ A los fins exru.r6 en el Anic¡lo ll deeraConlmciór, ¡os Erados Par¿s covi.¡en en co s¡rieú h opl&¡ilidad de ncdid^,

de¡irc de sus propios sisterE inriruciooales. dsii¡¡&s a cfta. múleffi t l¡r¿lc*.:[ . 14 Shrcñs De¿ Ia dcctr¡cion d. tos i¡eBos. &tivos y
póivos por p,no dc ls pc6o¡6 qle d*ñpend tundons públi6 e¡ los cag6 que ósIablezc¡ ls leJ y para la pualic*io d. loJes decldeion.s

' ' co¡¡ve¡c¡ot ¡ ll ¡TERAM IRICANA c'oNTRA LA coRRu PcloN an lrr 
^ 

ros tines ¡rD!§rs en et ,\rrcuto I l dc cra convercón.
los E§adG Partes convicNn en co¡siderú la áplicábilidad de n¿did6, de¡lro do sus proDios sislemá! infilúcional.s, do5tinads a crsr. mútener y
fonrl{er1. .I I LMñ&¡mo! paá Brimulú Ia prniciprció¡ de la sied¿d civil y de las oEúizacion.s .o gubeñdEnrales €! tos etucoq
destioadc a prevert l¿ dorupción 12. Eldlldio de ot6 nedid6 d€ prevenúión quc lof,en ú cuenra la rclación enlto unasmuneración equiratr¿ y

t2
Co¡srirúciór Nacional -{¡d.ulo 2E - D¿l d.t¿.ho a in¡úM¿

Se Fmnoce el dorecho de ld peñor6 a recibt infoú¡ció¡ v@- róponsble y ecuárime
L.s iumts púb¡ió6 de infomúión son lib6 p¿ú rodos Lá lct rcgulüá 16 nodalidadB. p¡&a v súcioncs cdrcspondicntes ¿ las ñnn6. a
ñ. de qle $re ddecho sea efecivo

Ley 1682/2001. y sls ñodifi c{o¡ia
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el ejercicio de la función pública, prevenir actos de corrupción y eventuálmente

sancionarlos, verificar que iaformación que contiene una Declaiación de Biefles y

Rentas, Activos y Pasivos de 1os Funcionarios Públicos pueda ser publicada a tales

efectos en este menester, se deben conside¡a¡ a-lgunas variables. Prime¡o, que las

declaraciones juradas de funcionarios públicos, se encuentran en un Registro Público de

la Contraloría General de la Repúbüca]3, y que este es, en consecuencia, "fuente pública",

luego, que dicha l'uente contiene INFORMACION PÚBLICA, ya que el Art. 2 tnc. 2,

ca-liñca de tal a la contenida en una FUENTE PUBLICA, tut. 2, i¡c. 1,lit. 'e", ambos de la

ley 52A212014, no obsta¡rte, como los funciona¡ios públicos son personas con derechos

personales fundamentales, también debe revisarse y a¡moniza¡se aquélla norma con los

limites ma¡cados en ella y en la I'ey 16A212001 y sus Eodificatorias. En este sentido,

debe advertirse que todos estos de¡echoe involucrados deben ser prudentemente

sopesados y se debe hacer respecto de ellos el análisis de linalidad, racionalidad y

proporcionalidad, en vistás a establecer u¡a decisión que respete el equilibrio de todos

los derechos impücados

E¡ primer término debemos considera¡ la aparente asuDilación que la Ley

52A2l2Ol4 hace ent¡e fuente pública y dato público, la cua-l es téc¡ticamente impropia,

dado que ambos conceptos no son sinónimos ni idénticos. En efecto, el dato es la porción

de información que eriste y la fuente es el origen del dato o la institución en la cual se

encuentra ¡ecabado. Es por e1lo que p¡ecisamos hace¡ una exégesis de esa nolma, en

correspondencia con 1as restantes leyes que rigen la materia de la información y los datos

Ias personas, en orden a establecer, como ya 1o dijimos, el adecuado equilibrio ent¡e

bas, en una interp¡etación que sea conshtucional y no vulnere derechos

tales de las personas consagrados en t¡atados de DDHH

AsÍ pues, un primer filtro de 10 que debe considerarse dato público es la

insütucional del ¿'rgano o enüdad públicos que produce o recaba el dato. En tal

serán solo aquéllos que se recaben o generen en ejercicio y

c1a n su Iaalidad funcional específica. Así, vale de ejemplo:los datos que son

ta Universidad Nacional so¡ los ¡eferentes al ¡endimiento académico o

científica de sus estamentos de pÍofesoles o docentes y e§tudiantes, no asi

üdo, dato pú

dci¡fo¡naciónsonlibr.spüalodos-Iod.peuo¡alicnederechoal¿cc.$¡nNdalosqüe*cócuc¡Ltr
lor ctuados por la Ley No.879 dcl2 de dici.ñbre d. ¡981. La Lev No. ó08 dcl l8 dejulio dc 1995. v sus

G

[,IETBNO

bg.Pa

EI LoRAtnúñd pfurueva¡ lalmspare¡oir dcl Esi,do

t3
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ohos datos que se recoge¡l indirecta o ci¡cunstancialmente en raz(in de su objeto y

ñnalidad institucional, como ser la identidad, documento de identidad y domicilio real de

sus estudiarites, 10 cua-l también obra en los regist¡os de la Universidad. Igualmente

constituyen dato púbüco todos los recursos materiales y humanos destinados su objeto

i¡stitucional, asi como la administración que se hace de los mismos,-------------------- ----

Luego de este primer filtro, tenemos que considerai que los datos que se

recogen en razón del objeto y función especilica del ente o del órgano encuentran una

limitación en su publicidad en cuanto datos que son considerados como sensibles en la

Ley N" 1682/01 y su modiñcatoria. En tal sentido, la prohibición resulta absoluta. Valga

un ejemplo, si en 1os registros de la adrlinistración de recursos humanos de la
institución figura el pe¡miso de un funcionario por enfermedad, el hecho del permiso por

enfermedad es un dato publicable, pero no la indicáción de la enfermedad misma. --------

Ahora y bajo la luz de las disquisiciones vertidas hasta aquí, hemos de

pasar a exarninar el caso concreto en estudio.--------------------

Si bien los datos solicitados paJa el llenado del formulario de Decla¡ación

de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos, se hallal genéricamente enunciados en el art. 3 de

la f,ey 5033/13, la regulación ,espectiva, vertida en el formulario cuya elaboración es

facultad de la Cont¡alo¡ía General de 1a República y cuyo llenado es la única forma en

que el íuncionário puede hacer su declaración, exige información mucho más especíñca

en cuanto a 1os deta-lles que solicita sea¡ completados por el decla¡a¡te: ta.les datos, se

entiende, son solicitados por el ente controlador a los efectos del eje¡cicio de sus

atribuciones y facultades en o¡den a la ¡ealización de sus fines propios como institución

del estado, entre los que se encuentra el co¡Tespofldiente exarnen de correspondencia.

Algunos de estos datos ya se encuent¡an accesibles al ciudadano/a, en otras fuentes

públicas, como las señaladas en el art. 2,iDc.l de la Iay 528212014,y rcle,id,as a su vez

e¡ la l¿y 1682 /2OO I y sus modificatorias; l,ey 5189/2014 que establece la obügatoriedad

de la provisión de informaciones en el uso de los recursos públicos sobre remune¡aciones

y otras retr-ibuciones asignadas al servido¡ público de la Republica del Paraguay y sus

modificatorias

Obsérvese que, entr:e la información solicitada al declarante en el

formula¡io proüsto po¡ la Cont¡aloría General de la República al declarante, se requieren

tarnbién los lrlismos datos del el cónFrge bajo el régimen de comunidad garancial de

bienes y los de hijos menores sometidos a patria potestad, todo esto en el i[ciso pririe¡o

del a¡t. 3 de la Ley 5033/13. Puede especularse que dichos datos hart sido requeridos en

el formula¡'io elaborado po¡ Ia Contraloria, en atención a modal.idades de desinformación

y ocultamieoto de bienes por pa.rte del funcionario, detectadas por el órgano contralor,

quien podia emplear personas de conlia¡za, a fú de poder pasar un exaJnen de

correspondencia sin mayores riesgos. En este punto, es indudable que el declara¡te

participa como persona con inte¡és en las relaciones legales formadas familiaimente,

20
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pues en una comunidad de gdranciales, el 50 por ciento seria del declá¡ante y el otro 50

por ciento de su cónlruge, el interés público en conoce¡ este patrimonio o activo se

encontraiia, asi, justficado. En cuanto a sus hüos menores bajo su patria potestad,

estos, podrían ser beneficiados, con intervención del funcionario-padre en la adquisición

de bienes o !'alores, por 10 que tañbién seria ¡elevante la información patrimonial o de

activos pertenecie¡tes a los misinos, dejarido no obstan a salvo, la idenüficación de estos

por razones de privacidad y confidencialidad de i¡formación relatrvas a menores de edad,

teniendo en cuenta que estas, sí esta¡ia¡ alectadas por la prohibición de publicación de

la Ley de Protección de Datos a¡t. 4014 protegidas constitucional, convencional y

legalmenters, debiendo resolve¡ eventual€s a¡tinomias normativas siemp¡e en favor de los

intereses del niño/¿r, pues sus derechos tienen carácter prevaleciente. Por lo dicho estas

informaciones de ca¡ácter personal, patrimonial y económicos, pueden se¡ publicadas

dent¡o de los lirnites deterrninados y advertidos por las normatrvas señaladas,

rema¡ca¡do el ca.ácter de ¡ese¡va de la identidad de Ios hiios meno¡es de edad bajo la

patria potestad del decla¡a¡te.

Es taÍibién lla&ativo pero relevante que la p¡opia ley 5033/2013, excluye

en el inc. I del aJt. 3, 1a i¡fo¡mación patriñonial y activos del cónlrrge con régimen de

sepaiación de bienes e hijos mayo¡es de edad, de 10 que se deduce e1 alcance del control

que p¡ete¡de realizar el órgano contralor, dejá¡rdo no obstante abierta la puerta para

otros organismos, cuando en el inc. 2 del art. 3, solicita datos personales, no

ra Lel 1682lz00l,A 4", Se prohibe d.ra ¡lblicidad o ¡li,l¡n¡,ir da{os sc¡siblcs de p.ñon6quc seú cxplicnme¡re indilidualizrddo
ind¡riddliz¿bl¿s Se.oñsidsañ da¡os scnsibl¿s los referenLs a p€den.ncia Éciáler oárica. pEferc¡cia polidcas. osrado individual de salud.

iones religiosas, fil¡sófic6 u no6lcs: iilnnidad se\ual}. etr gcncml.los qu€ lom.nt n pÉjuiciós y dis$iminacion6, o afeclc¡ ladienidad,It
vrcjdrd.l¡ ¡¡tinid¡d domddcary l, iú¡g¿r prir¡dr d. p.Mr8 o l¡ñili¡s. lt.6 ¡cerill6 so¡ ¡wslr6l

Constirución Nacion,l An 54 Dr ld protección al niño.L¡ lmili¡" la s@icdad -v el Erado liencn la ohlig¡ción de e¡rarli¿¡r d nino su

lo ¿mónico. l¡fo!¡¡I. di comn cl €je¡cicio pleno de sus dcrechos, prol€giérdolo co¡rB cl aba¡d6o, l¡ desnulrición. lá violenci{.1

J

v

-

9§

PRIMERA úso- elrálico y laexplol¡clói. Cualquier peso¡a pucdc exigi¡ a la auroridad tunpeteóle el ounpliñienüo de |¿lcs garúli6 r" la súclóñ de ld

l-os dcrechd del niño e¡.so de confl ic lo. tien.¡ cdác tor peval.c icnle
coNvENctoN DE NAcl¡)ñEs uNlDAs sotlRE Los oERE(Hos DE¡,NIñ0.

^n 
I L tln rodos 16 ñedidd con@mi.ils ¡ los niños que romen l,s insliluriores públic6 o rrivadA dc hic¡erú social. los ribuáles, 15

auro(da¡les admi¡ijlraliras o los ó€eos hgisl¿liros, úra cois qación primordi¡l aque se alenderá §á el irtés súpqiot dcl¡iño [ .l
An.8l.l-osEsradosPar.ss.coúp¡ornelenarcsperúeld.Échode¡niño¿prcsNasuidcntidad.inclúidosl¿n¡cioralidad-elóoñbrey16
relacions r¡nilides. dc con¡m¡dad con la h, sin i¡ierc¡cia ilicit¿s
Le! ló80!001.Códieode ¡Niñezl la,\dolsc¿ncia
An I DEL PRINCIPIO trE I\lIrRl.lS SIIPERIOR Toda ñedida que se ado¡te rcspeclo al niño o adolescenE erará iurdada m su intcÉs
supcrior tir principio es¡.¡ dingido r ¡segurú el desmllo inleerál dcl ñiño o dolescentc. 6¡ @mo el .jercicio y dÉÍiute plcno de sls

Pára detmiid el ¡nteÉs nperior o Frevalecientc ss r6pe$¿n sus linculo fúilies. su eduációr ) su onger dnico, rcligioso. cuhüral y

lingüi5Li.o Se akndeñi ¿d( nlij ión dclmkmo elequilibrio enrré ss deechos y dchc§, asi como su condición de Dersora en d.súollo
An 27 DIil. SE(lRalO t'l ACTUACIONES Ls auloridados,v füncionúiG que intñengañ m la i¡vorigaciófl y decÉión de sun(os
j!¿i.i¿lus ¡ adñinistÍrivos arivos al niño o adol€sdenLe. esán obligados a Cuadú secrcto sobre lor 6os er que inGflcngú t conozcú,los

como ¡iguÍr¡amert coirldñcialcs ! resery¡dos Lá violaciór de cna roma *rá súcionadá corfome a I

DEI- lucRllO, Ul.iño o ¿'lolesenr., sls pad§. tuloB, rcpresenhEs l.g¿les,los defersoEs, a¡
firEr crenrifirús ) quicnes d(mucúú Lcncr inrerés
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patrimoniales ni económicos, de sus pa.rientes hasta el segundo grado de consaaguinidad

y afinidad. Estos datos al no contener información patrimonial o económica releva¡te a

los I'ines de la Decla.ración de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos de los funcionarios

públicos y autoridades electas, no pueden ser objeto de pubücación

En sintesis teniendo en cuenta lo precedentemente desa¡rollado, puede

se¡ considerada información pública sin excepción o [mite alguno pa]'a su publicidad, y

podrá ser de acceso púbüco, vinculada al funcionario, solo aquella que en la
DECLARACIÓN JURADA DE BIENES Y RENTAS, ACTIVOS Y PASIVOS POT Cl fUNCiOTIATiO

y en poder de la CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA, i¡dique:

Al 1) DATOS PERSOIIAIES. Nombres y Apellidos; Documento de

Identidad; Dor[icilio legal y luga¡ de t¡abajo, dependencia, vinculo legal y teléIono

ocupacional; Profesión, función y cargo, Acto administ.ativo de nombrarniento,

desig¡ación, cont¡atación o comunicación de elección y su fecha; Edad, fecha y luga¡ de

nacimiento; Estado CiüI, en caso de ser casado. indicación del régimen de comunidad

con ngal; 2) ACTMS PROPIOS Y GáJIANCIAJ.E§I | 1) El importe total, en EFECTIVO o

DEPOSITOS en entidades financieras, con i¡rdicación del pais; 2) El importe total de

CREDITOS;3) INMUEBLES. Con indicación de: PaÍs, Cta. Cte. o Padrón, distrito, año de

adquisición, tipo de adquisición, uso, valo¡ total, CARACTER DE LA PROPIEDAD (SI ES

CONDOMINO O NO); 4) VEHICULOS. Tipo de vehículo, ario de lab¡icación y valor; 5)

MUEBLES. Valor total; 3l PASWO§. El importe total. INGRESO IÍENSUAL, importe

total. INGRESO ANUAL, iñporte total; EGRESO MENSUAL, importe total. EGRESO

ANUAI-, importe total.

B] DatoB del cór!¡uge bejo ¡églñeí de cornunldad gananclal de ble¡es
ACTIVOS, excluldos los bl€!¡es proplos asi como el importe de EFECTIVO, DEPOSITO O

CREDITOS O B1ENES MUEBLES adquiridos a¡tes del mat.inlonio, y PASIVOS, importe

total de INGRESOS.

Cl RcsDecto a hüos me¡ores bajo su petrla pote.tad. Número de hijos,

(se excluyen los nombres y documentos de identidad); ACTIVOS, asi como el importe de

EFECTIVO, DEPOSITO O CREDITOS O BIENES MUEBLES, importe total de INGRESOS.

Dl Respecto a los DATOS PERSONALES SOLO LOS DEL DECI"{RANTE,

podrán ser publicados, dent¡o de los límites preüstos en la I*y7682l2OOly la I*y
52a212014

Mayo¡ información que la seiralada precedentemente ya no seria

necesaria pa¡a cumplir con el objeto y linalidad de las normativas constitucionales,

convencionales y legales que garo¡rtjz,aA el acceso a la información pi¡blica por pafte de

cualquie! ciudada¡o, a tiavés de la publicación de la i¡formación contenida en fuentes

públicas, que como en este caso, se relere al acceso a las DECIARACIONES JURADA DE

BIENES Y RENTAS, ACTIVOS Y PASMS DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS, por parte

del ciudada¡ro, que trene u¡¡ interés en ellas, con ñnalidades sob¡e su uso que no le son
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exigidas como condición pa¡a el acceso, pero enhe las cuáles pueden estar el objeto de

p¡eveoir, detectar, sancionar y erradica¡ Ia corrupción púbüca. Más información ya no

estaiia justjicada, pues ace¡ca¡ía seriamente a 1a afectación de otros derechos protegidos

constitucional y convencionalmente como lo es la intimidad, la privacidad y la seguridad

de las personas que presta¡ servicios públicos y sus famüares, muchos de ellos sensibles

en cua¡to a la naturaleza de la función que desempeña¡r o Ia edad de los hijos bajo patria

potestad. No obsta¡te lo ücho, es necesaia en este caso, para despejar toda duda, la

realización de un juicio de ponderación sobre el alca¡ce del e¡f¡entasriento entre ambos

derechos, pudiéndose deduci¡, en base a principios de proporcionalidad, razonabiüdad y

utilidad, que brinda¡ información personal y patriúonial de los servidores públicos,

consecuentemente su acceso, contenidas en su decla¡ación de bienes y rentas, activos y

pasivos, en los [mites ya expuestos, tiene mayores beneficios para la salud publica que,

perjuicios para un servidor público, cuyo estándar de privacidad, es inferio¡ al del

ciudada¡o común. A mayor responsabüdad pública, mayor tra¡spa¡encia. Solo el

exceso de i¡¡fo¡llactó¡, es dect salir de los limites permitidos señalados

precedentemente, podría generar más riesgos o pelig¡os para la seguridad, que beneficios

pára la transparencia en eI control del estado, a través del acceso a la totalidad de la

información contenida en la FUENTE PUBLICA (CONTRALORIA GENERAL DE LA

REPÚBLICA), vinculada a las DECI,ARACIONES JURADA DE BIENES Y RENTAS,

ACTIVOS Y PASIVOS DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS

La admisión de que los derechos fundamentáles no son absolutos, y de

e se precisa liegai a un cquiübrio de intereses en casos como el presente, donde existe

de un bien juridico tutelado, está avalada por la propia normaüva inte¡nacional en

teria de Derechos Humanos, Asi el a¡t. XXVII de la Declaración America¡ta de los

y Deberes del Hoñbrer "l¡s derechos de cada homb¡e están limitados por los

s de los demás, po¡ la seguridad de todos y po¡ lasjustas exigencias del bie¡estar

general y del desenvolümiento der¡oc¡ático", y art, 32, num. 2 de la Convención

Americana sob¡e Derechos Humanos Sa¡ José de Costa Rica, Co¡¡elación entre Deberes

y Derechos: "Los derechos de cada persona están limitados por los de¡echos de los

demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una

sociedad democrática'. En igual sentido se ha pronunciado la jurisprudencia

consütucional latbloamenca¡a: "...E idefttemente, ni siquiera la andición de libertad

preferida de la eI dereclo de acceso a la irlformaciótl h(1ce de ella un delecha

pueda ser objeto de límítaciofles. Corio se encarga de recordar

lo 2' de nuestra LeA FundarnentaL su ejercicio rlo es dbsoluto,

es o restricc¡anes pueden de aa sea de
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arrnonizar st ejercieio con otros d.erechos d.e la misma clase (ü. gr. derecho (1 la intimidad

personal), o bien por Ia necesidad. de saltaguardar bienes constitucioftalfiLente

releuantes...' IE'XP. N'12 i9-2003-HD, Tribunal Constitucionál del Perú)

Luego de verificar los datos contenidos en las Decla.raciones de Bienes y

Rentas Activos y Pasivos, es importante reflexionar nuevamente sobre el1as siendo

relevante para el efecto el desarouo doctrinario-judicial del Tribuna-l Civil Tercera SaIa,

Capital, en la SD. 68 de setiembre de 2016:'... Camo hemos uísto, la defnición d.e lo E)e
debe entend.erse por dato priuado no es concreta en nuestro derecho positiuo, g se hace por

inferencid.s g ejemplíJicaciones; mietutras E)e la dertníción nontdtíua de lo que debe

entenderse por dato público es mug amplía, porque o.barca ¿o so¿o a los datos getuerddos

por la actíuida.d de los órgarws A agentes públicos, síno tatnbíén por la ínformación

recabada, obtetidd o en poder de las'fueotes públ¡cas', indepe¡dieítenÉnte de su oigen,

saluo Ele se encuentre estdblecidd coño secreta o de carácter reseruado por la.s leAes. Lo

coÍecto hubiese sido establecer una clara defrfticíón tomatiua de dato priuado g dato

giblico, d¡cldda a su titularid.qd g origen A no a los asientos efi donde d)nstan, peto esta

última consid.eración perteflece Aa al dlnbito de la lege ferenda. Desde fuego, A pese a esd

ancepcíón amplia de la Leg N" 5543/2015, debemos conjugar la lectura d.e esta nofina, g

su alcdftce, cofl lo.s nolmcts E)e igefl la protección de los datos personales. Estas

considerdcioftes q)e expresaños estdn @ualadas por ld noflLatü)a especial uígente en Ia

mateña de datos públicos. En eJecto, en el Tltulo V hformación Pública Resen)a¡1a, Art. 22

se dice: "La información pública reserüdda es aEEUa que ha sido o sea califrcadd o

detefinindda como tal en form@ expresa por Ia leA". Por su parte, el art,34 del Decreto N"

4064/ 15, Reglamefttario de ld LeA 5282/ 14, estatuAe: 'Trdm¡le de Rechozo. Solo pod.ró.

rechazarse una solicitud de dcceso d ld información pública olando la información

solicitadq se enLuentre excluida del colociniento público ea fonna expresa pot ufua nonna

jurídíca con una jerarE)ía tuo inferior d ld de leg'.

En definiüva, y atendiendo a todo lo expuesto, se debe hacer lugar a la

acción de acceso a la información bajo las normas del Juicio de Amparo mencionadas

precedentemente y fundadas en los méritos de Ia Ley 52A2lA, en el sentido de que la

Contraloría Gene¡al de la República, provea los datos solicitados por el accionante y lo
haga público en el Portal Uüficado de Acceso a la Información Piblica o en su sitio Web,

e los términos y limites determinados en esta sentencia, brindando a la Contraloría un

tiempo prudencial de 60 días, pa¡a ese efecto referente a la in [o¡mación contenida en las

Decla¡aciones de Bienes y Rentas, Activos y Pasivos de los Funciona¡ios Públicos,

obrarrtes en el Registro Público correspondiente citado en la Ley 5033/ 13 aú. 20 y 21.----

Las costas deben iñponerse por su orden, en razón a que los temas en

cuestión, han ameritado extensa consideración argumental yju sprudencial de hechos y

deÍecho, conforme 1o adoite el a¡t. 193 del Cód. Proc. Civil
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CAUSAI

ACI'ERDO Y SENIENCIA N' 30-
A §ü TITRNO EL DOCrOR GU§TAVO AIDLFO OCA¡IPIOS, manifiesta lo

siguiente:-----------. -

§

Que, el replesentarite convencional de 1a Cont¡aloria Genera] de la
República, interpone recurso de apelación y nulidad contra la S.D. N" 24 de fecha 8 de

mayo de 2018, y su acla¡ato¡ia el A.l. N" 366 de fecha I I de rnayo de 2018, dictado por el

Juez Penal de Garar¡tias N" 4, a ca¡go del Abogado Ruben Da¡io Riquelme, por el que se

resolvió Hacer lugar al Amparo Constituciona-l promoüdo por el Señor Jua¡ Ca¡los

l,€zca¡o Flecha contra la Contraloria General de la República, ante la no provisión por la

referida insütución de Estado EN FORMA DIRECTA de información referida a

declaraciones juradas de Bienes y Rentas de personas que hayan ocupado cargos en las

funciones púbücas entre los áños 19gA y 2017, autoridades de elección popula¡, tales

como p.esidentes y ücepresidentes de la República, Senadores, Diputados,

Gobemadores, Concejales Depajtamentales, Intendentes Municipales, Concejales

Municipales, Ordenadores de Castos de todas las Instituciones, Minist¡os del Poder

Ejecutivo, Secretados con ¡ango de Minishos del Poder Ejecutivo, Ministros del Poder

Judicial, Directores y Consejeros paraguayos de las enüdades Binacionales Itaipu y

Yacyretá, Rectores, Decanos y Ordeñadores de gastos de todas las Unive¡sidades

Púbücas, Miembros de los Dir:ecto¡ios del Banco Central del PaJaguay y el Barico

Nacional de Fomento, Ministros del tribunal Superior de Jusücia Electoral, Fiscales

Gene¡a.les de Estado, Fiscales y Asistentes Fiscales, Dtectores y Altos Funcionarios de

§ uanas, Directores y Altc's Funcionarios de Empresas Públicas, Autoridades de Entes

tá¡quicos y DescentraLüados, Miembros del Instituto de Preüsió¡ Social, Titulares y

-r PFIMER^ bros de O¡ga¡os er<t¡a Pode¡, Defensoría del Pueblo, Contráloria General de la

blica, Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuicianiento de Magistrados.-'-----
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Que, el demandante promovió la paesente acción invoca¡rdo 1as

disposiciones de los articulos 134 de la Constitución Naciona-I, 565 y siguientes del

Procesal Civil, 23 y siguientes de la l.ey 52a2/14 'De lib¡e acceso ciudadano a la

púbtca ,y transpa¡encia gubernamental" y lo regulado por la Acordada No

del 2l de sepdembre de 2015 por la Corte Suprema de Justicia. -----------------------

Qu,r, la parte recur¡ente invoca como agraüo, en primer término la falta

amparista que es un pa¡-ticu¡ar. bajo pauocinio profesional, que

ta, ni actúa en nomb¡e de alguna organización, que pueda re

que por el
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información, üo forman parte ni aba¡ca¡ ninguna garantía constitucional, como tampoco

es la vía el ampa¡o

Que, aI respecto y en primer término debemos recurrir- a la Ley 5282 del

18 de septiembre de 2014, "De Lib¡e Acceso Ciudadaño a la información Pública y

Tra¡spa¡encia Gubemamental', que reglamenta el a¡ticulo 28 de la Constitución

Nacional, que determina la gaia¡tía para toda personas del acceso a la i¡formación

pública, veraz, responsable y ecuánime, a través de los proced'imientos y plazos

establecidos, resaltañdo que 1as fuent€s públicas de información son libres para todos.---

El ¡elerido cuerpo legal, determina Io que se entiende como fuentes

públicas, enumerando en forma taxativa, al citar al Poder Legislativo, sus comisiones y

ó¡ganos administraüvos; el Poder Ejecutivo, sus Ministerios, Secreta-rias, órganos

Administrativos, P¡ocuradu¡ia de la República y Policia Nacional; Poder Judicial, el

Coasejo de la Magistratura, el Ju¡ado de Enjuicia&iento de Magistrados, el Ministerio

Púbüco y la Justicia Electo¡al; Las Fuezas Armadas; la Defensoria del Pueblo, 1a

CONTRALORIA GENERAL DE Iá REPÚBLICA, Las entidades ñna¡cie¡as del Estado. las

empresas públicas, las sociedades come¡ciales con participación estatal mayoritaria. las

sociedades de econo¡¡ría müta, los entes reguladores o de control v todas lás demás

entidades descentralizadas con persone¡ía jurídica de derecho púbüco; Las unive¡sidades

nacionales; [,os gobiemos depa¡tañentales y municipales; Las comisiones Íriratas y las

entidades binacionales en las que participe la República del Paraguay. Los

representa¡tes, directores y conseje¡os pataguayos de estas ¡epa-rticiones públicas

deberán ga¡antiz,a¡ el efectivo ejercicio del derecho de las personas a solicitaf y recibt
información púb1ica de las mismas. Hacemos la tra¡scripción literal de la enunciación

ta-¡ativa, pa¡a ilustrar acabadamente 10 incluido, dejaldo en claro que el cuerpo legal

determina en forma p¡ecisa, la fuentes públicas y no otras.--

De Io ex?uesto se determina que la Contra-loría General de la República,

como órga.rio de Estado extra Poder, creado por la Constitución Nacion¡¡l, se constituye en

una de las fuentes públicas obügadas a habilita¡ una Oficina de Acceso a la Información

Pública, en el que se recibirán las solicitudes de ir¡lo¡mación y se orie¡.tarán y asistirán a

los soLicitaj¡tes, quedando en claro que la misma tieñe múltiples funciones de control a

los distintos Órganos de Estado, en todo 10 que hace a-l manejo presupuestal, flna¡rciero y

administ¡ativo, como de auditorías, licitaciones, etc.; encontrándose tai¡bién las

decla¡aciones juradas coúo un item apa¡te de registro de bienes de los funciona¡ios
púbüco.-------'---.--

En la misma ley 5282, en su aiticulo 8', se €,nuncia en forma clara las

informaciones actualizadas que deberán estar ex?uestas y a disposición del público, al

decir: a) Su estructura o¡gá¡ica; b) Las facultades, deberes, hrnciones y/o atribuciones
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de sus órganos y dependencias internas; c) Todo el marco normatrvo que rija su

funcionamiento y las normas constitucionales, lega-les de alcarrce nacional o local y

reglamentario cuya .rplicación es!é a su cargo; d) Una descripción geúe¡a-l de cómo

funciona y cuál es el proceso de toma de decisiones; e) El listado actualizado de todas las

personas que cumplan una función pública o seart funcionarios públicos, con indicación

de sus núme¡os de cédula de idenüdad civil, las funciones que ¡ealiza¡, los salarios u

honora¡ios que perciben en forma mensual, incluyendo todos Ios adicionales,

prestaciones complementa¡ias y/o viáticos; 4 Descripción de la politica instituciona.l y de

los plares de acción; g) Descripción de los prograñas institucionales en ejecución, con la

deflnición de metas, el grado de ejecución de las mismas y e1 presupuesto aplicado a

dichos prograñas, publicarido trimestralmente informes de ava¡ce de resultados; h)

Informes de auditoria; i) lnforñes de los üajes oficia-les rea]izados dentro del te.ritorio de

la República o al extranje¡o; j) Convenios y contratos celebrados, fecha de celebración,

objeto, monto total de la contratación, plazos de ejecución, mecanismos de control y

rendición de cuent¿s y, en su caso, estudios de i¡npacto arnbiental y/o planes de gesüón

ambiental; k) Ca-rtas ol'iciales; l) Informes finales de consultorías; m) Cuadros de

resultados; n) Lista de poderes ügentes otorgados a abogados; o) Sistema de

mantenimiento, clasificación e indice de los documentos existentes; p) Descripción de los

procedimientos previstos para que las personas interesadas puedan acceder a los

documentos que obren en su poder, incluyendo el 1ug6¡ en donde están archivados y el

nombre del funciona¡io responsable; y, c¡) Mecanismos de párticipació[ ciudada¡a.----*-

Volvemos a referi, que la enunciación es de ca¡ácter taxatlo, lo que se

,&_r'.i . entendería que de acceso público, sólo aquellas expuestas claramente en el texto de la

norma, incluso resa-ltando aparte, aquellas que serán consideradas reservadas, cuando

son caliEcadas o deteminadas como tal en forma exp¡esa---

Se expresa asiúismo en los articulos 9'y lO" subsiguientes lo que hace a

la información mínima en relación al Pode¡ l,egislativo y a-l Poder Ejecutivo, pudiendo

C,onstataise de todo lo expresado y tra¡scripto, que en el cuerpo de la l,ey referida, no

alusión a las declaraciones juradas de 1os funcionarios presentadas ailte la

tra-loría, que dete¡Íli¡ren e¡ forma expresa y clara que consütuirían i¡formación

blica de libre ciudadano, tampoco existe nornativa efpresaal

uradas ante ContraloÍia, como información

como tal por la ley
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Que, para tal efecto debemos ¡ecurrir a la Ley N' 5033 de fecha 08 de

octubre de 2013, 'Que reglamenta el Artículo lO4 de la Constitución Nacional, de la

Decla¡aciór Jurada de Bienes y rentas, Activos y Pasivos de los Funciona¡ios Públicos',

que en su a,rtículo 3", menciona los requisitos que debe coítener la declaración jurada de

bienes, resaltándose los incisos 4) que refrere a la autorüación expresa e irrevocable del

declaia¡te, que oto¡ga facultades a la Contraloría, al Ministerio Pirbüco y al órgano

jurisdiccional competente a realizar todas las investigaciones, ta¡to en el pais como en el

exterior sobre la veracidad de lo contenido en la decla¡ación; y 5) l,a autorización expresa

e i-úevocable del declarante, de faculta¡ a la Cont¡aloria, A TRAVÉS DE LOS ORGANOS

JURISDICCIONALES a dar a conocer los datos contenidos en su declaración jurada,

conforme al procedimiento establecido en la misma ley'.(sic)--

De lo transcripto en el texto literal de la norma, se deduciria que para la

provisión de la información sobre dichas declaraciones ju¡adas, deben ser tramitadas a

través de los Órganos Jurisdicciona.les, entendiéndose por tal en la formación de causas

por irregularidades observadas en la conducta del decláránte, o por otros motivos, que

ameriten la intervenció¡ del órgano jurisdicciona-l.--.'--------

Que, en cuanto a la viabilidad del Amparo Constitucional, existen

presupuestos determinados en la doctrina para su procedencia, e interprctafrdo el texto

cla¡o de la Consütución Nacional, como se¡ acto u omisión ilegítimo de una autoridad o

particular, que lesione gravemedte o ponga en peligro un derecho o garantía consagrado

en la misma y que por la u¡gencia no pueda remediarse por la vía o¡dina.ria.-----------------

En ese anáüsis doctrinal, se refie¡e que pa¡a la pÍocedencia del amparo

constitucional es p¡eciso examinar si en el caso sorEetido aI Juez se dar¡ las siguientes

situaciones: a)En primer lugar si eiste o no un acto violatorio o lesivo de alguna gara¡tia

de rango constitucional; b)la existencia de un daio o ag¡avio; clcuáes son o coñstitlryen

Ios derechos protegidos; d)por ultimo, la ausencia de remedios ordiñarios

En cuanto al primer aspecto, el acto debe ser ilegitimo, es deci¡, que no

esté de conformidad con ninguna clase de leyes, preceplos o reglarnentos y que

fundamentalñente, viole alguno de los principios y ga¡antías consag¡ados en la
Constitución Nacional, ya que si el agravio se produjera en ejercicio de un derecho

legitimo e1 remedio no sería procedente, pero si ¡esulta o deviene atentatorio de alguna de

las garaltias constitucionales, y con mayor razón si conculca más de una de ellas, la

acción de ampa-ro tend¡á sustento jurídico y debe¡á prosperar. Además que el acto sea

evidentemente a¡bitra-rio ya que la üolación del derecho surge co¡ cla¡idad y no necesita

de un exameo exhausüvo, porque si la situació¡l requiera un estudio profundo que sólo

puede lograrse en un amplio debate, el procedimiento breve l, su¡lra¡io del amparo es a

todas luces insuficiente y debe neces¿¡riatnente recurrirse a ]as vías ordioaJ¡as

28



ffi,ffm'""
§/",fusTrcrA

.AMPARO CONSTITUCIONAL PROMOVIDO POR EL

SEÑoR JUAN CARLoS LEZCANo FLECIIA C/ LA

CONTRALoRiA GENERAL DE LA REPÚBLICA:, ExP N.

CAUSA¡

ACUTTDO Y SENTE CIA ¡¡O
b

En ta¡to por da.ño o agravio debe entenderse -para la procedencia del

arnpa¡o- en la afectación, dano, lesión o simplemente merrna que toda persona

experimente de algún derecho o garantia de ra-rigo consütucionál, y que provenga ya sea

de una ley o de un acto de autoridad en senüdo estr:icto. Y el daño o la lesión o el

perjuicio no debe ser meramente hipotético o p¡obable, sino que debe ser efectivo, real y

ta¡gible, ocasionado en forma presente o pasada, pe¡o con efectos subsistentes, a futuro

pero üminente y cieño.-- .- - -.------- -- -.--

Todos los derechos consagrados en la Constitución Nacional merecen la

protección del amparo, pues no es si¡to un instumento para la tutela de todos y no solo

de algunos; asi todos los .le¡echos fundamentales p¡opiamente dichos y las situaciones

jurídicas equipa¡aclas, siemp¡e que fueren desconocidos por actos de imperio o üolados

por actos a¡rti[ormativos, o mejor dicho anügara¡tistas de la Carta Magna, de cualquier

agente del poder púbLico o de los particula¡es, deben se¡ reparados por üa del juicio de

amparo consütucional.

En cuaJrto a la existencia o no de remedios ordinarios, es menester que la

lesión producida no pueda ¡epara¡se por las vias normales establecidas, para lo cual es

preciso que se hayarl agotado en forma infructuosa todos los medios administ¡ativos

existentes, y que no eistan lÍas judiciales hábiles para la reparación del daño o lesión.

En el primer supuesto se t¡ata de actos cont¡a los que caben recursos administrativos, en

stos casos, la impugnación debe ventila¡se previamente en la esfe¡a ad¡ninist¡ativa. La

n y el agotañiento de todas las vias previas puestas por la ley al a-lcartce del

I
oa 7

ado en el ámbito administrativo, es condición básica para poder impetra¡

del ago

GUSTAVO
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agraviado para

En el segundo, las llamadas vias pa¡alelas son aquellas con que cuenta el

recla¡na¡ 1a p¡otección de sus derechos violados ánte la jurisdicción; el

ampa¡o será paocedente, sólo cuando no exista un remedio lega-l idóneo paia reparar la

sión p¡oducida ¡' viceversa, la existencia de dicho ¡emedio legal determinará, salvo

es, como ser que la vía paralela devenga retardadora o dilatoria de una solución

ápida cuando Ia misma es requerida con urgencia para salvagua¡dar la o Ias ga¡a¡tias

,elÍe de la via sumaria del ámparo no seria viable porque por

:9
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El juicio de alnparo es idóneo y procede únicañente ante una situación

de manifresta ilegitimidad, de a¡bit¡ariedad, de dáño evidente, actual, real y efectivo y

a¡te la ausencia de otras vías igualñente idóneas y eficaces en cuaJrto a los resultados de

una rápida obtención, y Ia tutela de los derechos conculcados o en peligro inminente de

se¡lo

Que, no obstante todo lo expuesto, debemos referir quo la Corte Sup¡ema

de Justicia, dentro de su competencia establecida po¡ el articulo 3 de la Ley 609/05, ha

determinado po¡ Acordada N" lO05 del 2 1 de septiembre de 2015 los procedimientos pa¡a

las acciones judiciales derivadas de la I/'y 52A2114, 'De libre acceso ciudadano a la

inJormación pública y tra¡sparencia gubemamental", debido a que dicho cuerpo legal

había omitido establecer el procedimiento por el cuál deben ser kamitadas las acciones.--

El artículo 23 de la Ley 52A2/A, de lib¡e acceso ciudadano a la
información pública y transparencia gubernañental, establece que: *En caso de

denegación exprcsa o tácita de una solicitud de acceso a la información o de cua-lquie,

ot¡o i¡cumpLimiento de una repartición pública con relación a las obligaciones previstas

en la presente ley, el solicitante, haya o no interpuesto el recu¡so de reconsideración,

podrá a su elección acudir ante cualquier juez de Primera Inst¿rncia con jurisdicción en el

lugar de su domicilio o en donde tenga su asiento la fuente pública", nótese que en el

texto de la norma, no se especihca la vía procediñental a ser aiticulada, por lo que en tal

circunsta¡cia, el pleno de la Corte concluyó que el procedimiento más adecuado para

¡esolver los eventuales conflictos que se susciten entre las persor¡as que requieren

acceder a la inlorúacióü pública y la negativa de las autoridades estatales, invocando

otros de¡echos de igual ra¡go o importa¡cia, es el juicio de ampáro

En este sentido la Aco¡dada 1005/ 15 establece, en su articulo primero,

que para el caso de denegación expresa o tácita de una solicitud de acceso a la
información la acción judicial se tramite según las reglas previstas en el articulo 134 de

la Constitución y en el Código Procesal Civil para el juicio de ampa¡o.

En tanto que. en su segundo aJticulo, la acordada establece que, pa¡a el

caso de cua.lquie¡ otro incumplimiento de una ¡epa¡tición pública con relación a 1as

obligaciones previstas en la Ley 5282/ 14 que no caiga dentro de lo pftvisto en el articulo

anteriormente ñencionado, la acción judicial se tramite por las ¡eglas del p¡ocedimiento

sumario p¡evisto en el Art. 683 del Código P¡ocesal Ci\.il, de modo de lacilita¡ el acceso a

lajusticia, pudiéndose hamita-r en todo el pais y simplificándose los plazos.-----------------

Que, en cua¡to a las declaraciones juradas, debemos exanina¡ la

fi¡alidad de las mismas, por constituir datos que hacen a bienes propios del declarante y

que en alguna medida, e¡tran dent¡o del ámbito de su intimidad, pero al ser funcionarios
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públicos, están obligados po¡ ley a formularlas, con la exp¡esa autorización a la
Contra.lo a Gene¡al de Ia Repúbüca, de proveer inJormación sobre las mismas, pero a

través de los órganos jurisdiccionales, conforme a1 p¡ocedimiento estatuido en la Ley, de

lo que se deduciria, que debería ser ante un p¡ocedimiento en averiguación o para

determina¡ derechos de terce¡os.--- --.--

En cua¡to a su finalidad, podríamos referir que siendo 1os decla¡a¡tes

funcionarios públicos y obligados a formularla, 1o deben hace¡ dentro de los l5 días de

asunción al cargo ¡'también con posterioridad al cesa¡ en el mismo, a los efectos de que

la Cont¡a-loría 1o examine, estudie y dictamine sobre la corespondencia entre las

decláraciones juradas presentadas a1 asumir y al cesa¡ en el ñisúo, con obligacióü del

Órgalo de Estado de denuncia¡ airte el Ministerio Púbüco y los órgá¡os jurisdiccionales

competentes, cuarido los resultados obtenidos en las investigaciones rea.lizadas revelen

indicios de irregularidades o enriquecimiento indebido o ilicito, a los efectos que se inicien

los procesos que cofiespond¿u¡, también cuando se &aten de pedidos de informes pa¡a

sumarios o en procesos en otios fueros.-

Teniendo asimismo en cuenta dicha fina-tidad debería a¡aliza¡se la

racionalidad, en la interpretación de las normas que rigen el acceso a la i¡formación, a

donde va dirigido en cuanto al fin perseguido de cont¡ol ciudada¡o de la información y

los actos de gobierno, eje¡cidos por los funcionarios públicos, a los efectos precisamente

de que unos y otros, por un Iado ejerzaa dicho cont¡ol y por el otro los segundos se

sienta¡ cont¡olados o con obügación de rendir cuentas de sus actos, de manera a que en

forma ideal 1o rea.hcen, hasta en la intimidad de las dependencias, de tal forma que sea

fácil mente expuesta públic¿¡mente.

Pa¡tiendo de esa base, los actores deben buscai no sólo una

interpretación plausible sino, ta¡übién, una interpretación objetivamente verdadera Los

jueces no deben proyectar sus preferencias o sus opiniones ace¡ca de 1o correcto o 10

incorrecto o adoptar las de las partes o las del cuerpo político

El juez esta obligádo a decir lo que exige la Constitución". Sin embargo,

bemos reconocef ue existen circunstancias que por la natu¡aleza de los textos

dicos impide o imposible esta aspiración a la objetividad; las razones de esta

menos, por un lado la utilización efl los textos juridicos de

s

natuv comp¡ehensiva en lo que hace a los üples

odetud. hace quela se constituva
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generación de signficado, y una mar¡era importante para comp¡ender y expresar el

significado de un texto atendiendo a su espiritu pa¡a darle especihcidad v concreción.-----

Pa¡tiendo de la base que las declaraciones juradas de bienes, tlenen un

fin de control por pa¡te de determinados Órgaaos de Estado sob¡e los bienes de las

personas que ejercen cargos públicos, no con el hn de delimitarlos, sino de examen de

coüespondencia ente sus ingresos legales y el crecimiento o aumento de los mismos, va

de suyo que dicho ñn es el perseguido y como ta.l, limitado en cua¡to a su acceso a las

formas y por Ios Órganos establecidos al efecto

Todo ello, se halla determinado atendiendo a que si bien, existen

derechos en conflicto en la cuesüón pla¡teada, que tiene por un lado al derecho a

informarse, estatuido e¡ el artículo 28 de la Constitución Nacional, no encontramos

asimismo por el otro, a los consagrados en los artículos 33, que hace al derecho a la

intiñidad, que según el texto legal, son inviolables, en tánto ¡o afecten el orden público

establecido en la ley o en los derechos de terceros, está exenta de la autoridad púbüca, y

el 36 del Derecho a la inviolabüdad del pau'imorrio documental, salvo orden judicial.,'.--,

De todo 10 expuesto, podernos concluir y apoyados en las normas

invocadas antecedentemente, que Ia provisión y acceso directo a las decla.raciodes

juradas por los ciudada¡os sin distinción y sin justificación, no se halla incluida e¡
forma expresa en la Ley de Acceso a la Información Pública y Tralsparencia

Gubemamental (l,ey N" 5282/1a). Si se halla reglada en la Ley N" 5033/13, 'Que

reglamenta el Aiticulo 104 de Ia Constitución Nacional, de la Declaración Jurada de

Bienes y Rentas, Acüvos y Pasivos de los Funcionafios Públicos", que en su afticulo 3"

inciso 5), autoriza a la Cont¡a.loria General de la República a dar a conocer los datos

contenidos en las mismas a bavés de Órganos Jurisdiccionales. y no en forma libre y de

acceso dtecto al ciudada¡o, sin intervención de dichos órganos Jurisdiccionales. Es mi

voto.-.-----------------

Con lo se dio po¡ terminado el acto firma¡do los Excmos. Miembros

en lo Pená1, Primera Sala de la Capital, por añte Iní que

acordada la ser¡tencia
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.AMPARO CONSTITUCIONAL PROMOVIDO POR EL

SEÑoR JUAN CARLOS LEZCANo FLECHA C/ LA

coNTRALoRiA GENERAL DE LA REPÚBLICA'. ExP N.

280/20t 8.

CAUSA:

AcuERDo y sEl{Texcn x......-Ir-..2If l

Asunción,Gl de Junio de 2018.-

VISTOI Los méritos que ofÍece el acuerdo precedente y sus fur¡daaentos,

el

:.' ' Á 5

§-

TRlBrrNAr DE A.pEr,¡cró¡{ Er¡ Lo pEI,IAL

pRrürERA sA.r,A DE r,e cApITAr, E¡{ MAyoRfA

RESI'ELVE:

1- CO¡ÍFIRMAR PARCIALMEI{TE la Sentencia Definitiva N' 24 de fecha

08 de mayo de 2018, y su aclaratoria Auto InterlocutoÍio N" 366 de fecha l l de mayo de

2018, dictadas por el Juez Penal de Garantias N'4 RUBÉN DARíO RIQUELME

2- MODIFICAR PARCfA.LMENTE el punto l'la Sentencia Deínitiva N"

24 de fecha 08 de mayo de 2018, y su aclaratoria Auto Inte ocutorio N' 366 de fecha 11

de mayo de 201€i, dictadas por el Juez Pena.l de Garantias N'4 RUBÉN DARÍO

RIQUELME, debiendo quedar de la siguiente fofl,]at "¿IACER LUGAR a la acción de

Amparo Constitucíana.l promnuida por el señor JUAN CARLOS LBZCANO FLECHA contra la

CONTRALORIA GEñERAL DE LA REPUBLICA, debiefld.o ser proporcionados la ínfonndcióft

de los siguierltes funcioner¡os públícos: Presid.ente A úicepresidente de la República;

Senadores A üputados; Gobenqdores; Concejales Depdrtamentdles; Intendentes

Municipales; Conceidles Muniitpabs; Ordenadores de gastos de todas lo-s ínstitllciones del

Estado; Mini.sttos del Poder Ejecaiiuo; Secretdños coft rango de Mínistro del Poder Eiecutioo;

Mini.stros del Poder Judicial: ürectores ! Consejeros pararyaAos d.e las Etltídades

Binacíonales ltdípú lt Yasareta; Rectores, Decdtuos g otdenadores de gastos de todos las

idades pllblicas, Miembrcs de los díredorios del Bd'nco Central del Paraguay g el

Nacional de Fatneftto; Miftistros del Tibunal Superior de Justicia Electoral; Físcales

del Esto-do, Fiscales y As¿ste¿tes Físcales; Directores g altos funcionaios de

; Dircctores g alto,s funcionaríos de ANNP; Presidefttes A directores de empresos

Autoridades de entes a tatq)i¡os ll descenttalizados; Míembros del Directoio del

Instituto de Prcúsión Social; Titulares g mieÍLbros de órganos extropoder: Defeftsoña del

Pueblo, CorLtrdlorío (ienerctl de lo Repúblicq Cor*ejo de la Mdgistratur.t A Jurado de

Eriuician,íeflto de 
^tagistrados. 

Debiendo solamente facíIitqr la siryieftte in-formación:

.á/ .llDA?OS P¡RSO^'A¿ESj noñbres A Apellidos; Doa)mento de ldentidad; Domícílio

legal y lugar de trubdjo, dependencia, uíncllo legdl A teléfono oatpacional; Profesión,

función u cargo, A<:to aalñirListratiuo de nombrañientq designacíón, cofltratación o

coñunicació n d e e le ccíó n fecha; Edad, fecha l! lugar de na.1míento; Estddo Cití\, en

ción del régímen de comunidad conaugal; 2IACTNOS PROPIOS

1) El inpofte en EFECTNO o DEPOSITOS
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financieras, an indicación del país; 2) El impotte toto.l de CREDITOS; 3) INMUEBLES. Cofl

ind¡cación de: Pdís, C:ta- Cfe. o Padrón, dÁtito, año de adq)isicíón, tipo de adqui.siciór.

uso, ,alor total, 1ARA}TER DE LA PROPIEDAD /SI ¿S COTYDOMIVO O NO); 4) WHICULOS.

Típo de uehículo, ano de fabicdción V valor; 5) MUEBLES. Valor total; I PASNOS. El

ímporte totdl. INGRESO MENSUAL, iilporte total. INGRESO ANUAL, ifiLporte totdl; EGRESO

MENSUAL, ítupofte totdl. EGRESO ANUAL, importe totaL

Bl Dctos del cónyuge bSo réglncn de co.ratnldad gdnr¡ncldl de blenes

ACTNOS, excurld,os los blenes t rotlos así cono el inlporte de EFECTNO, DEPOSITO O

CREDITOS O BIENES MUEBLES ddqiridos antes d.el matrímonío, A PASIIy'OS, inporte totdl

de ¿IGR¿SOS.

q ReslBcto d hW ,rElores bq¡o su Wña potcstad,.Númelo de hijos, (se

exclugen los nombres A doaltuentos de identidqd); ACTNOS, así como el inporte de

EFECTNO, DEPOSITO O CRED¡IOS O AE/V¿S MWBLES, imporfe total d.e INGRESOS.-

Dl Res@cto a los DATOS PERSON,4¿¿S SOLO DEL DECLARANTE, podrán ser

publicados, defttro de los límítes preui.stos en 10. LeV 1682/ 2001A lo. Ley 5282/ 2014.-

3- COSTA§, en el orden causado conforme a los motivos expuestos en el

consideraldo de la presente resolución

4- ¡egistra¡, notifica¡ y remiti¡ copia a la Excelentisima
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